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Doctor
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Presidente de la Cámara de Representantes. 

E.S.D
Referencia: Informe de ponencia para 

segundo debate del Proyecto de ley número 
306 de 2022 Cámara, por medio de la cual se 
modifica la Ley 2079 de 2021 y se dictan otras 
disposiciones en materia de vivienda rural.

En concordancia con lo establecido por la Ley 
5ª de 1992 y dando cumplimiento a la designación 
realizada por la mesa directiva de la Comisión 
Séptima de la Cámara de Representantes, como 
ponentes de esta iniciativa legislativa, nos 
permitimos rendir informe de ponencia positiva 
para segundo debate del Proyecto de ley 
número 306 de 2022 Cámara, por medio de la 
cual se modifica la Ley 2079 de 2021 y se dictan 
otras disposiciones en materia de vivienda rural, 
desarrollando los siguientes contenidos:

I.	 ANTECEDENTES DE LA INICIATIVA
II.	 OBJETO Y CONTENIDO DEL PROYECTO 

DE LEY
III.	 CONSIDERACIONES DE LOS 

PONENTES
IV.	 CONFLICTO DE INTERESES
V.	 IMPACTO FISCAL

VI.	  PLIEGOS DE MODIFICACIONES
VII.	 PROPOSICIÓN
VIII. TEXTO PROPUESTO SEGUNDO 

DEBATE
I. ANTECEDENTES DE LA INICIATIVA.
Esta iniciativa fue radicada por los honorables 

Representantes Juan Carlos Vargas Soler, 
Juan Pablo Salazar Rivera, Diógenes Quintero 
Amaya, Luis Ramiro Ricardo Buelvas, John Jairo 
González Agudelo, Karen Juliana López Salazar, 
James Hermenegildo Mosquera Torres, Karen 
Astrith Manrique Olarte, el 30 de noviembre de 
2023, ante la Secretaría General de la Cámara de 
Representantes.

Con el fin de que el citado proyecto de ley 
siguiera su curso legal y reglamentario, y en 
atención a lo establecido en el artículo 150 de 
la Ley 5ª de 1992, el Secretario de la Comisión 
Séptima Constitucional Permanente nos 
comunicó mediante oficio CSCP 3.7- 0943-23 
de 1° de marzo de 2022, nuestra designación 
como ponentes de este proyecto, razón por la 
cual se presentó informe de ponencia para primer 
debate ante esta célula legislativa, dándole 
cumplimiento a lo dispuesto por el artículo 153 
de la ley referida.

El 7 de junio de 2023 se tramitó y aprobó la 
iniciativa en primer debate en la Comisión Séptima 
de Cámara de Representantes. En la misma fecha, 
mediante el oficio CSCP 3.7- 353-23, nos designan 
como ponentes del proyecto de ley en mención a 
los firmantes de esta ponencia, razón por la cual se 
presenta informe de ponencia para segundo debate 
ante esta célula legislativa, dándole cumplimiento 
a lo dispuesto por el artículo 153 de la Ley 5ª de 
1992.
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II. OBJETO Y CONTENIDO  
DEL PROYECTO DE LEY

El presente proyecto de ley consta de 18 
artículos incluyendo la vigencia y tiene como 
fin modificar la Ley 2079 de 2021 y dictar 
disposiciones en materia de vivienda en zonas 
rurales del país.

III. CONSIDERACIONES  
DE LOS PONENTES

Introducción
Aun contando con avances en materia de 

política pública, Colombia continúa siendo el 
segundo país más desigual de América Latina1. 
Tal situación va más allá de la desigualdad 
entre individuos y se expande a la desigualdad 
regional y territorial, y aún más, en la relación 
urbano - rural. Por ejemplo, para 2018 la pobreza 
multidimensional en cabeceras municipales fue 
de 13,8%, mientras que en centros poblados y 
zonas rurales dispersas se ubicó en 39,9%. Vale la 
pena tener en cuenta que las malas condiciones de 
vivienda contribuyen en un 13,2% en la incidencia 
(ajustada) de la pobreza multidimensional. Por lo 
tanto, preocupa que para el 58,6% de los hogares 
rurales la vivienda no garantiza los estándares 
mínimos de calidad, mientras que en hogares 
urbanos este porcentaje llega al 9,6%.2

En virtud de lo anterior, este documento 
expone el proyecto de ley “Por medio de la cual 
se modifica la Ley 2079 de 2021 y se dictan 
disposiciones en materia de vivienda rural”, 
que pretende ser un instrumento que posibilite 
la reducción de brechas entre las zonas urbanas 
y rurales, teniendo en cuenta las diferencias en 
términos de pobreza, educación y acceso a bienes 
y servicios que existen entre ambos contextos.

Para ello, se motivará la pertinencia del 
proyecto de ley según (A) Indicadores de Déficit 
de vivienda (B) el alcance del derecho a la 
vivienda digna y víctimas como sujetos de especial 
protección, (C) construcción y mejoramiento 
de vivienda, (D) priorización de beneficiarios 
y enfoques diferenciales y (E) participación y 
formas organizativas.

A.	 Indicadores de Déficit de vivienda.
El 25% de la población colombiana está 

asentada en el territorio nacional clasificado como 
suelo rural lo cual representa a un número de 
11.833.841 de habitantes, según la información 
del Censo Nacional de Población y Vivienda 2018 
del DANE.

Si bien este grupo equivale a una cuarta parte 
del total de la población del país, se caracteriza 
por contar con brechas significativas en materia 

1	 DANE-2022-https://www.dane.gov.co/index.php/esta-
disticas-por-tema/educacion/indice-de-costos-de-la-edu-
cacion-superior-ices

2	 https://www.dane.gov.co/index.php/estadisticas-por-te-
ma/pobreza-y-condiciones-de-vida/pobreza-multidimen-
sional

de necesidades básicas insatisfechas y calidad de 
vida con respecto de la población asentada en la 
zona urbana.

De los indicadores más relevantes que dan 
cuenta de lo anterior es el del déficit habitacional, 
el cual confirma que en la zona rural las carencias 
cuantitativas y cualitativas en materia de vivienda 
por parte de los hogares colombianos son tres 
veces mayores que en el perímetro urbano, como 
se evidencia en el siguiente cuadro:

DÉFICIT URBANO-RURAL  
EN VIVIENDA

Déficit habitacional rural Déficit habitacional urbano
68,2% 20,4%
Déficit cuantitativo Déficit cuantitativo
20,7% 3,7%
Déficit cualitativo Déficit cualitativo
47,5% 16,7%
Fuente: Déficit habitacional según Encuesta 

Nacional de Calidad de Vida DANE 2021
Lo anterior refleja la existencia de importantes 

necesidades insatisfechas en vivienda que no 
permiten la garantía del derecho fundamental 
a la vivienda digna, especialmente en las zonas 
rurales, y que justifica una iniciativa legislativa 
como la presente.

De acuerdo al documento del Plan Nacional 
de Construcción y Mejoramiento de Vivienda de 
Interés Social Rural (PNVISR), elaborado por 
el Ministerio de Vivienda, a nivel regional los 
mayores déficits de vivienda se registran en las 
zonas que tienen una mayor ruralidad como son 
la región del Pacífico, Amazoni-orinoquía y en la 
Costa Atlántica, como se muestra en la siguiente 
gráfica:

A nivel departamental, según información 
del Ministerio de Vivienda, los mayores déficits 
cuantitativos de vivienda se registran en los 
departamentos de Vaupés, Amazonas, Guaviare, 
Chocó, Caquetá, Putumayo, Vichada, Guainía 
y Arauca; mientras que los mayores déficits 
cualitativos se presentan en departamentos como 
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Bolívar, Magdalena, La Guajira, Sucre y Nariño., 
como se aprecia en la siguiente figura:

Es importante también resaltar la participación 
(%) del número de viviendas en el área rural 
dispersa censada, según condición de ocupación, 
en donde se puede evidenciar la siguiente 
información:

El 71,1% de las viviendas del área rural dispersa 
censada se encontraron ocupadas.

El 19,8% estaban desocupadas
El 9,1% fueron de uso temporal.
B.	 Alcance del derecho a la vivienda digna
El derecho a una vivienda digna, contenido 

en el artículo 51 Superior, ha sido entendido 
por la Corte Constitucional como un derecho 
fundamental autónomo (Sentencia SU-016 de 
2021, M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado), en 
concordancia con la Observación General número 
4, en la cual el Comité de Derechos Económicos 
Sociales y Culturales (CDESC) precisó que este 
derecho implica “disponer de un lugar donde 
poderse aislar si se desea, espacio adecuado, 
seguridad adecuada, iluminación y ventilación 
adecuadas, una infraestructura básica adecuada y 
una situación adecuada en relación con el trabajo 
y los servicios básicos, todo ello a un costo 
razonable”.

En la misma providencia el alto tribunal 
identificó, a modo de reiteración de la jurispru-
dencia, los elementos que delimitan el concepto 
de vivienda adecuada así: (i) la seguridad jurídica 
de la tenencia; (ii) la disponibilidad de servicios, 
materiales, facilidades e infraestructura; (iii) los 
gastos soportables; (iv) la habitabilidad; (v) la 
asequibilidad; (vi) el lugar y (vii) la adecuación 
cultural. Esto cobra importancia porque la misma 
corporación ha resaltado la relación de la vivienda 

con la dignidad humana, de manera que el derecho 
a la vivienda no debe ser visto únicamente como 
la posibilidad de contar con un “techo por encima 
de la cabeza”, sino que debe implicar el “derecho 
a vivir en seguridad, paz y dignidad en alguna 
parte” (Sentencias T-420 de 2018 M.P. Antonio 
José Lizarazo y T-024 de 2015 M. P. Gabriel 
Eduardo Mendoza Martelo).

Vistas las características esenciales del derecho, 
su materialización se ha catalogado como de 
cumplimiento progresivo, dada la imposibilidad 
de garantizarlo en un breve período de tiempo y 
para toda la población al demandar un importante 
gasto social que el presupuesto no puede solventar 
en el corto ni el mediano plazo. Esto tampoco 
implica que el Estado se muestre inactivo, y muy 
por el contrario resulta obligado a garantizar los 
contenidos mínimos esenciales y avanzar en la 
satisfacción plena y cabal del derecho fundamental 
a la vivienda.

Si bien todas las personas tienen la necesidad de 
proveerse de una vivienda, el alcance y aplicación 
del derecho cobra un nuevo significado de cara a la 
población más vulnerable, para la cual el derecho 
a la vivienda digna exige mayores esfuerzos 
presupuestales e inversión de recursos públicos por 
la imposibilidad que tienen de conseguirla por sus 
propios medios. En la ruralidad este escenario se 
recrudece por cuenta de las altas cifras de pobreza 
y desigualdad del país, sumadas al fenómeno de 
desplazamiento forzado ha dejado víctimas en 
todo el territorio nacional con la consecuente 
afectación del derecho a la vivienda digna.

Ahora bien, la firma del Acuerdo de Paz entre 
el Gobierno y las extintas FARC-EP se orientó a 
finalizar el conflicto armado para dar paso a una 
fase de construcción de paz que permita, entre 
otras, transformar de manera estructural el campo, 
reduciendo las brechas entre el campo y la ciudad 
y creando condiciones de bienestar y buen vivir 
para la población rural.

Es por ello que dedicó un acápite entero a la 
necesidad una Reforma Rural Integral que tenga 
el alcance suficiente para cubrir todas las zonas 
rurales del país, reconociendo que hay municipios 
que históricamente han sido más afectados por 
el conflicto y por el abandono estatal, lo que se 
evidencia en los altísimos índices de pobreza. De 
esta manera se da aplicación al enfoque territorial, 
esto es, el reconocimiento de las necesidades y 
particularidades económicas, culturales y sociales 
de determinado territorio, lo que permitirá superar 
las condiciones de pobreza y desigualdad rural.

Así surgió un nuevo criterio para el enten-
dimiento e interpretación del derecho a la 
vivienda digna, contenido en el Decreto ley 890 
de 2017 por el cual se dictan disposiciones para la 
formulación del Plan Nacional de Construcción y 
Mejoramiento de vivienda social rural, expedido 
por el Presidente de la República con fundamento 
en lo dispuesto en el artículo 2° del Acto 
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Legislativo 01 de 2016: pensar en un escenario de 
construcción de paz y posconflicto requiere avanzar 
hacia una política que ofrezca a la población 
víctima y excombatiente el acceso a la vivienda 
en condiciones de inclusión social, a entornos 
seguros que garanticen su no revictimización y 
la posibilidad de ejercer el derecho a la ciudad 
y/o de permanencia (retorno) o de reubicación 
en el campo. Lo anterior, en el entendido de que 
el cese de la confrontación armada no es el final 
del conflicto, pues aún se encuentran por resolver 
problemas asociados a la restitución de tierras, la 
seguridad en los territorios para el retorno, entre 
otros (Contreras, 2015).

 Conviene recordar que el desplazamiento 
forzado ha obligado a las personas “a abandonar 
intempestivamente su lugar de residencia y sus 
actividades económicas habituales, debiendo 
migrar a otro lugar dentro de las fronteras del 
territorio nacional para huir de la violencia 
generada por el conflicto armado interno y 
por el desconocimiento sistemático de los 
derechos humanos o del derecho internacional 
humanitario”3, hecho que genera una consecuencia 
compleja: las víctimas deciden ocupar predios de 
manera irregular en un intento por satisfacer la 
necesidad de vivienda. Tanto es así, que la Corte 
Constitucional ha constatado dicha ocupación 
irregular de predios en el seguimiento a las 

medidas dirigidas a superar el estado de cosas 
inconstitucional en materia de desplazamiento 
forzado4.

A esto se suma, de una parte, la obligación legal 
contenida en la Ley 1448 de 2011, que establece un 
conjunto de medidas judiciales, administrativas, 
sociales y económicas, individuales y colectivas, 
en beneficio de las víctimas, centro en torno al cual 
debe girar el ordenamiento jurídico y cualquier 
norma contentiva de una discriminación positiva. 
De otra parte, la más reciente jurisprudencia y 
normativa expedida para proteger a la mujer, 
históricamente afectada por comportamientos que 
minimizan el alcance de sus derechos y las deja en 
permanente riesgo de padecer conductas violentas, 
indica que ellas han de resultar beneficiadas dentro 
del proyecto de ley propuesto.

Emerge así la necesidad de dictar medidas que 
propendan por la consolidación y el mejoramiento 
de la vivienda de interés social y prioritario rural 
para una población diferenciada, al tiempo que 
contribuye de manera positiva a la estructura 
social, económica y política del país, objetivos 
que se persiguen con el articulado propuesto.

A continuación, se puede observar la proyección 
de vivienda rural y urbana por departamento al 
año 2023 al 2027, donde se puede concluir que el 
crecimiento es mayor en vivienda urbana.

Elaboración propia.
Fuente: https://www.dane.gov.co/34

C.	 Construcción y mejoramiento de vivienda 
rural

Siguiendo la ruta trazada por el Acuerdo Final 
de Paz y la ya mencionada Reforma Rural Integral, 
la transformación estructural del campo busca 
crear condiciones de bienestar para quienes lo 
habitan dentro de un entorno de integralidad, esto 

3	 Corte Constitucional, Sentencia T-025 de 2004.
4	 Corte Constitucional, Sentencia SU-016 de 2021.

es, asegurar oportunidades de bienestar y buen 
vivir derivadas del acceso a la vivienda social 
rural, entendida como uno de los bienes públicos5.

Con esto se pretende la erradicación de la 
pobreza, el ejercicio pleno de los derechos de 
la población rural, y la convergencia entre la 
calidad de vida urbana y la calidad de vida rural 
en el menor tiempo posible, dado que “el acceso 

5	 Decreto Ley 890 del 28 de mayo de 2017, por el cual 
se dictan disposiciones para la formulación del Plan Na-
cional de Construcción y Mejoramiento de la Vivienda 
Social Rural.
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a una vivienda rural digna constituye un pilar 
fundamental para garantizar el cumplimiento de 
este principio, pues impacta directamente sobre 
las dimensiones de la pobreza multidimensional, 
especialmente sobre la dimensión de condiciones 
de la vivienda y acceso a servicios públicos”6. En 
la actualidad se observan las viviendas rurales, 
en condiciones deficientes de la vivienda, a 
continuación, se nombrarán algunas de estas 
limitaciones7:

•	 Techo hecho de materiales no permanentes.
•	 Paredes y estructura hechas de materiales no 

permanentes.
•	 Suelos de tierra.
•	 Hacinamiento: más de tres personas por 

cuarto.

Fuente: Imagen tomada de: http://www.scielo.
org.co/pdf/hpsal/v17n2/v17n2a04.pdf

Es el Decreto 890 de 2017 el que reitera 
algunos de los criterios para garantizar las 
condiciones de vivienda digna en el campo, así: (i) 
la aplicación de soluciones de vivienda adecuadas 
con apego a las particularidades del entorno rural 
y de las comunidades, con el enfoque diferencial 
pertinente; (ii) la garantía del acceso al agua potable 
y manejo de aguas residuales mediante soluciones 
tecnológicas apropiadas; (iii) el otorgamiento de 
subsidios para construcción y mejoramiento de 
vivienda en cuyo otorgamiento se priorice a la 
población en condiciones de pobreza extrema, 
víctimas, beneficiarios del Plan de distribución 
de tierras y a las mujeres cabeza de familia; y 
(4) la participación activa de comunidades en 
la definición y ejecución de proyectos de las 
soluciones de vivienda.

En punto de ello, permitir y ampliar el acceso 
a la construcción y mejoramiento de la vivienda 
rural, se convierte en un importante mecanismo 
con el que el Estado cumple el deber de garantizar 
el derecho a la vivienda digna y, en esa misma 
vía, satisfacer el interés general y la calidad de 
vida de los ciudadanos, más aún cuando están en 
condiciones de vulnerabilidad.

No puede dejarse de lado que el otorgamiento 
de una ayuda por parte del Estado, contribuye a la 
superación de esas situaciones que dieron origen 
a la reiterada vulneración de derechos y abandono 

6	 Ibidem.
7	 https://blogs.iadb.org/ciudades-sostenibles/es/problema-

de-vivienda/

y, en consecuencia, garantiza el ejercicio de las 
garantías constitucionales. No obstante, no basta 
ni se exige la entrega de una solución de vivienda 
a todos los que se postulen, pues ello sería inviable 
desde un punto de vista de sostenibilidad fiscal 
y no atendería el hecho de que es un deber de 
carácter progresivo8. De ahí la necesidad de que 
se fortalezcan otros mecanismos que impacten de 
manera positiva en la satisfacción de este derecho, 
como lo es la construcción y mejoramiento de las 
viviendas ubicadas en zona rural con materiales 
y pautas técnicas adecuadas e idóneas para 
materializar el confort y ergonomía que abarque 
incluso a personas con discapacidad. Esto, 
además de garantizar una vivienda en condiciones 
dignas, permitiría abarcar un mayor número 
de beneficiarios de los subsidios y programas 
estatales.

Para ello, el artículo 8° del presente proyecto 
propone adicionar un artículo a la Ley 2079 de 
2021, de manera que, el Ministerio de Vivienda, 
Ciudad y Territorio, implemente y evalúe el 
Plan Nacional de Construcción y Mejoramiento 
de Vivienda de Interés Social Rural (PNVISR) 
que, si bien fue formulado en la vigencia 2021, 
a la fecha no ha sido aprobado y requiere ser 
enfocado de manera diferencial en los territorios 
más afectados por el conflicto armado como los 
municipios PDET y las zonas más afectadas por 
el conflicto (Zomac).

Así mismo define el PNVISR como la hoja de 
ruta y planeación para implementar la Política 
Pública de Vivienda de Interés Social Rural, al 
tiempo que establece los criterios a los que deberá 
ceñirse esa política y las estrategias que podrá 
contener. A esto se suma que la política que se 
defina se actualizará acorde al Plan Nacional de 
Desarrollo que se apruebe en los tiempos previstos 
para tal fin. 

En esta misma línea se somete a consideración el 
artículo 10, con el que se incluye un nuevo artículo 
en la Ley 2079 y que permite la adjudicación u 
otorgamiento de uso de baldíos para vivienda 
rural en reservas forestales sin sustracción.

Conviene precisar que las altas cifras de 
desplazamiento forzado y despojo han generado 
una tensión de rango constitucional entre el 
derecho a la propiedad con el consecuente acceso 
a la tierra-, y el deber de proteger los bienes de la 
nación, entre los que figuran las reservas forestales. 
Dicha tensión requiere una nueva valoración si 
quienes demandan del Estado la materialización 
del derecho a la propiedad pertenecen a grupos 
sujeto de especial protección constitucional como 
lo son las víctimas del conflicto armado interno 
y el campesinado del país, al tiempo que se 
contribuye a solucionar la falta de titulación y la 
inequidad en el acceso a la tierra.

8	 Corte Constitucional, Auto 373 de 2016. M.P. Luis Er-
nesto Vargas Silva.
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En esa línea, el artículo propuesto pondera 
los citados intereses superiores al habilitar la 
adjudicación y el otorgamiento de uso de baldíos 
en reservas forestales para el desarrollo de 
proyectos productivos, sin que para ello se deba 
surtir el trámite previo de sustracción y así alcanzar 
una distribución equitativa de la tierra rural que 
impediría la repetición del conflicto armado.

Aunado a ello, y como ya se expuso, el derecho 
a la vivienda digna incluye no solo la formalización 
en el otorgamiento de los predios y la asignación 
de vivienda nueva sino que también puede 
estar representado en incentivos económicos 
que beneficien e impulsen la construcción de 
proyectos productivos en su infraestructura y que 
contribuyan a mejorar la convivencia de aquellas 
comunidades cuyos derechos y dignidad, según 
el Sistema de Verdad, Justicia, Reparación y No 
Repetición, son el centro de atención en la medida 
en que se debe garantizar su participación en 
cualquier programa de desarrollo o disposición 
que los incluya, dentro del marco sostenible de los 
ecosistemas forestales.

El artículo 15 propuesto define las tipologías 
de vivienda rural y proyectos tipo, cuyo contenido 
dispone, a grandes rasgos, que las soluciones de 
vivienda nueva o mejorada deberán ser acordes 
a las necesidades y las condiciones ambientales, 
económicas y socio-culturales de los hogares 
rurales en cada zona o región del país, según si 
se trata de población rural dispersa o nucleada. 
Por su parte, el artículo 12 propuesto define las 
prioridades a tener en cuenta en el mejoramiento de 
la vivienda rural (debidas condiciones sanitarias, 
seguridad estructural y módulo de habitabilidad.

Para concluir este acápite, en el artículo 2° 
se propone adicionar al listado de principios 
establecidos en el artículo 5° de la citada Ley 
2079, el principio de enfoque territorial, el 
cual permitirá que las políticas y programas de 
vivienda y hábitat en la Colombia Rural tengan 
como propósito reducir la pobreza en el campo y 
mejorar las condiciones de vida y de desarrollo.

D.	 Priorización de beneficiarios y enfoques 
diferenciales.

No es extraño que en el ordenamiento jurídico 
colombiano el legislador introduzca medidas que 
propenden por lograr un trato diferenciado en favor 
de grupos poblacionales con una vulnerabilidad 
tal que, bajo la óptica de la Carta Política de 1991, 
son sujetos de especial protección constitucional.

Para el caso concreto de las víctimas del conflicto, 
se ha reconocido9 que en muchos casos provienen 
de lugares apartados, presentan bajos niveles de 
educación y difíciles condiciones económicas, lo 
que las deja en una desprotección estatal por no 
salvaguardarse sus derechos constitucionales. Esa 
continua y trágica exposición moral y material a 

9	 Corte Constitucional, Sentencia C-191 de 2021. M.P. 
José Fernando Reyes Cuartas.

los actos violentos propios del conflicto llevados a 
su territorio, sin una respuesta estatal que impida 
o contenga esa afectación, es la prueba inefable de 
su vulnerabilidad y de la necesidad de recibir un 
trato diferencial.

En efecto, “la protección constitucional 
reforzada de las víctimas de desplazamiento 
forzado se traduce en especiales deberes y 
responsabilidades de las autoridades nacionales, 
regionales y locales para garantizar la vivienda 
digna a esta población. Estas obligaciones 
tienen que enmarcarse en una política pública 
estructural, a partir de la cual se dé una respuesta 
eficaz y oportuna, tanto a la provisión de vivienda 
transitoria a las víctimas, como a la garantía de 
soluciones duraderas”10.

Es por ello que el artículo 3° del presente 
proyecto de ley incluye unos parágrafos al artículo 
123 en la Ley 1448 de 2011 que define beneficios 
específicos para las víctimas del conflicto armado 
y su núcleo familiar, como lo son la reducción 
tasa de interés del crédito, el otorgamiento del 
subsidio para mejoramiento o construcción en 
lote propio, y la flexibilización de requisitos 
para solicitar créditos. Esto, sin desconocer otras 
ayudas, sin obviar los requisitos exigidos por la 
ley aplicable en materia de subsidios y sin atender 
a la característica de nueva o usada de la vivienda.

Así mismo, la priorización y la enfoca 
en las víctimas que habitan en los territorios 
PDET y Zomac, los cuales ya figuran en otras 
codificaciones como un aspecto de relevancia 
constitucional por la complejidad que representan 
y por la gran apuesta en términos de efectividad 
de derechos para su población.

A esta altura conviene destacar que, si bien 
la postulación y asignación del subsidio familiar 
aplica por una única vez, ya la Corte Constitucional 
indicó que no existen limitantes a una nueva 
postulación cuando el beneficiario recibió el 
subsidio y por razones completamente ajenas a 
su voluntad, no pudo disfrutar ni materializar el 
derecho a la vivienda digna11.

Es en este escenario en el que continuamente 
resultan inmersas las víctimas del conflicto 
armado, ya sea a título de desplazamiento forzado 
o de despojo, hechos violentos estos que son la 
causa suficiente para que no puedan poseer el bien.

Con el fin de lograr una integralidad en la 
regulación propuesta, el artículo 6° del proyecto 
adiciona la población objetivo definida en la 
Ley 2079 para efectos de establecer las acciones 
de promoción de vivienda rural, y amplía su 
alcance (que actualmente engloba a la población 

10	 Corte Constitucional, Sentencia SU-016 de 2021. M.P. 
Gloria Stella Ortiz Delgado.

11	 Corte Constitucional, ver Sentencias T-776 de 2012, 
T-724 de 2012, T-919 de 2011, T-922 de 2010, T-737 de 
2010, T-515 de 2010, T-177 de 2010, T-150 de 2010 y 
T-742 de 2009. Esta línea se reitera en la Sentencia C-191 
de 2021. M.P. José Fernando Reyes Cuartas.
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en situación de pobreza y vulnerabilidad, víctima 
del conflicto armado y aquella en proceso de 
reincorporación conforme a los Acuerdos de Paz) 
a la población campesina y a la población residente 
en territorios PDET y Zomac. Además de ello, se 
precisa que es la población en reincorporación a 
la vida civil la que merece un trato diferencial, sin 
que se restrinja a la reincorporación entendida en 
el marco específico de los Acuerdos de Paz.

De esta manera, toda la población que 
habita el suelo rural en condiciones de pobreza 
multidimensional y déficit habitacional, con 
pertenencia a los grupos poblacionales descritos, 
recibirá un trato diferencial y que atienda al género, 
la etnia, la edad, condición de discapacidad y 
prácticas socioculturales.

Ahora bien, dada la posible convergencia de 
múltiples factores de priorización, el artículo 
7° propuesto adiciona apartados normativos al 
listado de criterios a tener en cuenta al formular la 
política pública de vivienda rural ya establecidos 
en el artículo 20 de la Ley 2079.

Para ello y en tratándose de la priorización de 
beneficiarios (numeral 7), se incluyen vocablos 
en materia de cuidadores de personas con 
discapacidad, se precisa que los subsidios pueden 
ser en especie o en dinero, y para la adquisición 
de predios rurales o para la asistencia técnica a 
soluciones de vivienda rural, además de incluir a 
las Zomac en la caracterización territorial.

En cuanto al acceso a servicios públicos 
(numeral 8) se propone que las soluciones 
tecnológicas estén articuladas con los Planes 
Nacionales de Suministro de Agua Potable y 
Saneamiento Básico Rural, electrificación y 
conectividad rural, entre otros. Asimismo, de una 
parte, se establece que en zona rural se fomenten 
soluciones alternativas o convencionales, dada 
la complejidad propia de los territorios y zonas 
de difícil acceso u operación. De otra parte, se 
indica el deber del Gobierno nacional de financiar 
y ejecutar las obras necesarias para garantizar 
los servicios públicos domiciliarios en territorios 
PDET y Zomac, de manera que tales servicios se 
presten en condiciones de calidad, continuidad, 
seguridad y sostenibilidad.

Este numeral está armonizado con el artículo 
9° del proyecto, según el cual es necesario incluir 
un nuevo artículo en la Ley 2079 que disponga 
proyectos alternativos para satisfacer la demanda 
de servicios públicos domiciliarios en zonas de 
difícil acceso, lo que incluye la garantía progresiva 
en materia de conectividad y telecomunicaciones.

Del criterio de divulgación, enlistarlo como 
criterio resulta esencial por cuanto su ausencia 
supone un obstáculo en el acceso y postulación a 
los programas ofrecidos por el Estado. Es así como 
la obligación legal de suministrar información 
clara respecto de esos programas y políticas para 
garantizar el derecho a la vivienda consolida 

la oferta institucional en favor de los posibles 
beneficiarios.

Los criterios de igualdad y transparencia 
no son más que la reiteración de postulados 
constitucionales que deben regir este tipo de 
políticas y programas.

Adicionalmente, y en aras de robustecer el 
requerimiento financiero de los proyectos de 
vivienda rural, este proyecto adiciona la fuente 
primaria (recursos asignados en el Presupuesto 
General de la Nación) y agrega otras fuentes como 
recursos de entes territoriales, Sistema General de 
Regalías (SGR), obras por impuestos, organismos 
multilaterales y sector privado. De esta manera se 
mantienen las asignaciones fijadas en los marcos 
fiscales y se respetan las pautas que los gobiernos 
quieran definir en los planes de desarrollo 
respectivos.

El artículo 13 del proyecto adiciona a las 
mujeres víctimas del conflicto armado como 
beneficiarias de las medidas ya establecidas en el 
artículo 56 de la multicitada Ley 2079 en favor 
de las mujeres víctimas de violencia intrafamiliar. 
Ello tiene una plena incidencia en la construcción 
de una nueva estructura social y económica en 
la que se desvanezcan aquellos estereotipos que 
históricamente les ha significado un sinnúmero de 
escenarios que dan cabida a actos discriminatorios.

De esta forma, el proyecto de ley propone una 
solución normativa que se ajusta a la realidad social 
y de posconflicto del país, al tiempo que presenta 
más fórmulas para que los sujetos de especial 
protección constitucional, cuyos derechos han 
sido histórica y sistemáticamente desconocidos, 
sean protegidos por el Estado.

E.	 Participación y formas organizativas.
En consonancia con los postulados 

constitucionales que trazan el derecho a la libre 
asociación, de las formas asociativas y solidarias 
de propiedad, y el fortalecimiento de las 
organizaciones solidarias (artículos 38, 58 - inc. 3 
y 333 - inc. 3, C. P.), en el proyecto de ley, artículo 
5°, se propone incluir un artículo que apoye a las 
organizaciones sociales de vivienda.

Esto implica que, al momento de diseñar 
e implementar las políticas, el Gobierno y las 
entidades territoriales crearán espacios para que 
organizaciones sociales, formas cooperativistas y 
populares tengan un papel activo en tal ejecución. 
En ello también se mantiene el rol activo que a 
la fecha han tenido las cajas de compensación, 
como operadoras y oferentes de los programas de 
subsidio familiar en Colombia.

De ahí que también se proponga en el artículo 
4°, como novedad, la contratación de encargos 
de gestión con cooperativas de vivienda, 
organizaciones populares de vivienda o juntas de 
vivienda comunitaria a efectos de cumplir con 
los procesos de divulgación y trámite para las 
postulaciones y adjudicación de auxilios.
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•	 Constitucionalidad del proyecto de ley
La fórmula del Estado Social de Derecho 

imperante en Colombia implica un tránsito 
desde la noción liberal de Estado de Derecho, 
entendido como la sujeción al imperio de la ley 
y la separación de poderes, a una visión con 
contenidos sustantivos más robustos asociados a 
la prevalencia de principios –dentro de los cuales 
están los derechos-como los criterios para orientar 
toda la labor del Estado12.

Adicionalmente, dicho tránsito entre la noción 
liberal y la noción social implicó el robustecimiento 
del catálogo de derechos contenido en la 
Constitución, pues los derechos de la tradición 
liberal (los derechos civiles y políticos), se 
complementaron con el reconocimiento de los 
derechos económicos, sociales y culturales.

En ese marco, el artículo 51 de la Constitución 
de 1991 reconoció el derecho a la vivienda 
digna y la correlativa obligación del Estado de 
“[promover] planes de vivienda de interés social, 
sistemas adecuados de financiación a largo plazo 
y formas asociativas de ejecución de estos planes 
de vivienda”. Sumado a esto, en materia rural el 
mandato del artículo 64 Superior precisa que “[e]s 
deber del Estado promover el acceso progresivo a la 
propiedad de la tierra de los trabajadores agrarios, 
en forma individual o asociativa, y a los servicios 
de educación, salud, vivienda, seguridad social 
(…) con el fin de mejorar el ingreso y la calidad 
de vida de los campesinos” La lectura armónica de 
estos dos mandatos permite concluir que a partir de 
1991 se reconoce el derecho a la vivienda digna de 
los habitantes de las zonas rurales.

La Corte Constitucional ha llenado de contenido 
el derecho a la vivienda digna a partir del mandato 
del artículo 93 de la Constitución, que señala que 
los derechos constitucionales deben interpretarse 
de conformidad con los tratados sobre derechos 
humanos ratificados por Colombia. En ese 
entendido, ha traído tanto el artículo 11 del Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, Sociales 
y Culturales (PIDESC), como la Observación 
General del Comité de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales de las Naciones Unidas (en 
adelante Comité DESC), para desarrollar el alcance 
y contenido del derecho a la vivienda digna:

1.	 Los Estados Partes en el presente Pacto 
reconocen el derecho de toda persona a un 
nivel de vida adecuado para sí y su familia, 
incluso alimentación, vestido y vivienda 
adecuados, y a una mejora continua de 
las condiciones de existencia. Los Estados 
Partes tomarán medidas apropiadas para 
asegurar la efectividad de este derecho, 
reconociendo a este efecto la importancia 
esencial de la cooperación internacional 
fundada en el libre consentimiento.

12	 Corte Constitucional, Sentencia T-406 de 1992, M. P. 
Ciro Angarita Barón.

(…)
Entonces, a partir de los estándares del PIDESC, 

la Corte Constitucional ha reconocido que el 
derecho a la vivienda digna “implica contar con un 
lugar, propio o ajeno, que le permita a la persona 
desarrollarse en unas mínimas condiciones de 
dignidad y satisfacer su proyecto de vida”13. La 
Corte ha incorporado los elementos desarrollados 
en la Observación General 4 del Comité DESC 
respecto a las características con las que debe 
contar una vivienda digna y ha afirmado que:

“En primer lugar, debe presentar condiciones 
adecuadas, las cuales dependen de la satisfacción 
de los siguientes factores, entre otros: (i) 
Habitabilidad, es decir, que la vivienda cumpla 
con los requisitos mínimos de higiene, calidad y 
espacio necesarios para que una persona y su familia 
puedan ocuparla sin peligro para su integridad física 
y su salud. (ii) Facilidad de acceso a los servicios 
indispensables para la salud, la seguridad, la 
comodidad y la nutrición de sus ocupantes. (iii) 
Ubicación que permita el fácil acceso a opciones 
de empleo, centros de salud y educativos, y otros 
servicios sociales, y en zonas que no pongan en 
riesgo la salud de los habitantes. (iv) Adecuación 
cultural a sus habitantes // En segundo lugar, debe 
rodearse de garantías de seguridad en la tenencia, 
condición que comprende, entre otros aspectos: 
(i) Asequibilidad, que consiste en la existencia de 
una oferta suficiente de vivienda y de posibilidades 
de acceso a los recursos requeridos para satisfacer 
alguna modalidad de tenencia, entre otros. (…). (ii) 
Gastos soportables, que significa que los gastos 
de tenencia –en cualquier modalidad- deben ser de 
un nivel tal que no comprometan la satisfacción 
de otros bienes necesarios para la garantía de una 
vida digna de los habitantes de la vivienda. Para 
satisfacer este componente, el Estado debe, por 
ejemplo, crear subsidios para quienes no puedan 
sufragar el costo de la tenencia y sistemas de 
financiación que permitan a las familias acceder a 
la vivienda sin comprometer su vida en condiciones 
dignas, proteger a los inquilinos contra aumentos 
desproporcionados en los cánones de arrendamiento 
y facilitar el acceso a materiales de construcción. 
(iii) Seguridad jurídica en la tenencia, que 
implica que las distintas formas de tenencia estén 
protegidas jurídicamente, principalmente contra el 
desahucio, el hostigamiento, o cualquier forma de 
interferencia arbitraria e ilegal”14

Es así como el presente proyecto busca 
materializar las garantías reconocidas en 
los artículos 51 y 64 de la Constitución, y 
pretende hacerlo cumpliendo con los estándares 
internacionales respecto al contenido del derecho 
a la vivienda.

13	 Corte Constitucional, Sentencia T-837 de 2012 M. P. 
Luis Ernesto Vargas Silva.

14	 Corte Constitucional, Sentencias T-837 de 2012 M. P. 
Luis Ernesto Vargas Silva; T-585 de 2006 M. P. Marco 
Gerardo Monroy Cabra; C-703 de 2015 M.P. Jorge Iván 
Palacio Palacio.
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En primera medida, no busca solamente 
mejorar la prioridad en el acceso a viviendas 
dignas de sujetos especialmente protegidos por la 
Constitución, teniendo en cuenta la pertenencia 
cultural y territorial, sino que persigue otra 
clase de beneficios para el mejoramiento y 
la construcción, para lo cual se propone la 
modificación de principios y criterios orientadores 
como igualdad y transparencia. Segundo, también 
busca promover el acceso y el mejoramiento de las 
condiciones habitacionales mediante herramientas 
como subsidios y créditos, entre otros beneficios, 
atendiendo las condiciones diferenciadas de los 
habitantes. En tercer lugar, el proyecto también 
pretende mejorar el alcance de las políticas 
incorporando un componente de divulgación. En 
cuarto lugar, reconoce la necesidad de la provisión 
de servicios públicos domiciliarios acordes con 
la interpretación del derecho a la vivienda digna. 
Finalmente, insiste en la priorización de las 
víctimas y los trabajadores agrarios en el trámite 
de reconocimiento de viviendas en asentamientos 
legalizados.

A esto se añade que la Corte Constitucional 
ha indicado que el Estado tiene como obligación 
encaminar sus acciones para que el mandato de 
igualdad sea real y efectivo a través de la adopción 
de medidas en favor de grupos discriminados o 
marginados, y mediante la especial protección 
constitucional de personas en condiciones de 
debilidad manifiesta. En esa misma línea se ha 
referido al principio de solidaridad social (artículo 
95 superior), es decir, como un deber de todos 
los asociados que, de forma correlativa, genera 
medidas de protección de las personas que se 
encuentren en estado de vulnerabilidad o debilidad 
manifiesta como consecuencia de fenómenos 
sociales económicos o naturales15.

Se evidencia entonces que las medidas 
contenidas en el proyecto de ley (i) se articulan 
con el régimen constitucional relacionado con 
las actividades de planeación y presupuesto; (ii) 
constituyen un desarrollo del derecho de acceder a 
la vivienda digna reconocido en el artículo 51, en 
tanto se orientan a materializar planes de vivienda 
y a crear sistemas adecuados de financiación 
para así superar el déficit habitacional rural con 
apoyo en los subsidios, y (iii) son una expresión 
del deber que tiene el Estado de promover el 
acceso progresivo de los trabajadores agrarios 
a la vivienda según lo prescribe el artículo 64, 
al tiempo que debe propender por medidas en 
favor de grupos de personas con mayor grado de 
vulnerabilidad según lo prescribe el artículo 13, 
dentro de los que se encuentran las víctimas del 
conflicto armado.

Es por esto que fortalecer el programa de 
vivienda rural es una tarea que le corresponde 
tanto al Gobierno nacional como al Congreso de 
la República, pues urge realizar modificaciones 

15	 Corte Constitucional, Sentencia SU-016 de 2021.

normativas que representarían un impacto 
favorable en la ejecución del programa, agilizando 
y mejorando el programa de vivienda rural, sin 
desconocer la diversidad de Colombia y sus 
habitantes.

En suma, el presente proyecto además de tener 
como objetivo dar respuesta a la situación concreta 
de déficit cuantitativo y cualitativo de vivienda 
digna en zonas rurales, es un desarrollo normativo 
que da cumplimiento a mandatos constitucionales, 
a la jurisprudencia constitucional y a instrumentos 
internacionales de Derechos Humanos que hacen 
parte del bloque de constitucionalidad, por cuanto 
corresponde al Estado adoptar las medidas para 
la superación de las condiciones y omisiones 
estructurales que originaron la violación de 
derechos y garantías fundamentales de que son 
titulares los sujetos de especial protección.

IV. CONFLICTO DE INTERESES
Con base en el artículo 3º de la Ley 2003 

de 2019, según el cual “El autor del proyecto 
y el ponente presentarán en el cuerpo de la 
exposición de motivos un acápite que describa las 
circunstancias o eventos que podrían generar un 
conflicto de interés para la discusión y votación 
del proyecto, de acuerdo al artículo 286. Estos 
serán criterios guías para que los otros congresistas 
tomen una decisión en torno a si se encuentran en 
una causal de impedimento, no obstante, otras 
causales que el Congresista pueda encontrar”, 
procedemos a indicar los criterios que la Ley 
2003 de 2019 contempla para hacer el análisis 
frente a los posibles impedimentos que se puedan 
presentar en razón a un conflicto de interés en el 
ejercicio de la función congresional, entre ellas la 
legislativa, así:

“Artículo 1º. El artículo 286 de la Ley 5 de 
1992 quedará así:

Artículo 286. Régimen de conflicto de interés 
de los Congresistas. Todos los Congresistas 
deberán declarar los conflictos de intereses que 
pudieran surgir en ejercicio de sus funciones.

Se entiende como conflicto de interés una 
situación donde la discusión o votación de un 
proyecto de ley o acto legislativo o artículo, pueda 
resultar en un beneficio particular, actual y directo 
a favor del Congresista.

a)	 Beneficio particular: aquel que otorga 
un privilegio o genera ganancias o crea 
indemnizaciones económicas o elimina 
obligaciones a favor del Congresista de las 
que no gozan el resto de los ciudadanos. 
Modifique normas que afecten investiga-
ciones penales, disciplinarias, fiscales o 
administrativas a las que se encuentre 
formalmente vinculado.

b)	 Beneficio actual: aquel que efectivamente 
se configura en las circunstancias presentes 
y existentes al momento en el que el 
congresista participa de la decisión.
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c)	 Beneficio directo: aquel que se produzca de 
forma específica respecto del congresista, 
de su cónyuge, compañero o compañera 
permanente, o parientes dentro del segundo 
grado de consanguinidad, segundo de 
afinidad o primero civil.

Para todos los efectos se entiende que no hay 
conflicto de interés en las siguientes circunstancias:

a)	 Cuando el congresista participe, discuta, 
vote un proyecto de ley o de acto legislativo 
que otorgue beneficios o cargos de carácter 
general, es decir, cuando el interés del 
congresista coincide o se fusione con los 
intereses de los electores.

b)	 Cuando el beneficio podría o no configurarse 
para el congresista en el futuro.

c)	 Cuando el congresista participe, discuta 
o vote artículos de proyectos de ley o 
acto legislativo de carácter particular, 
que establezcan sanciones o disminuyan 
beneficios, en el cual, el congresista tiene un 
interés particular, actual y directo. El voto 
negativo no constituirá conflicto de interés 
cuando mantiene la normatividad vigente.

d)	 Cuando el congresista participe, discuta 
o vote artículos de proyectos de ley o acto 
legislativo de carácter particular, que regula 
un sector económico en el cual el congresista 
tiene un interés particular, actual y directo, 
siempre y cuando no genere beneficio 
particular, directo y actual.

f)	 Cuando el congresista participa en la elección 
de otros servidores públicos mediante el 
voto secreto. Se exceptúan los casos en 

que se presenten inhabilidades referidas al 
parentesco con los candidatos (...)”.

Por tanto, y de forma orientativa, se considera 
que para la discusión y aprobación de este Proyecto 
de ley no existen circunstancias que pudieran 
dar lugar a un eventual conflicto de interés por 
parte de los honorables Representantes, ya que 
es una iniciativa de carácter general, impersonal 
y abstracta, con lo cual no se materializa una 
situación concreta que permita enmarcar un 
beneficio particular, directo ni actual.

En conclusión, este proyecto se enmarca en 
lo dispuesto por el literal a) del artículo 1° de la 
Ley 2003 de 2019, sobre las hipótesis de cuando 
se entiende que no hay conflicto de interés. Sin 
embargo, la decisión es netamente personal en 
cuanto a la consideración de hallarse inmerso en 
un conflicto de interés, por lo que se deja a criterio 
de los representantes basado en la normatividad 
existente y a juicio de una sana lógica. En todo 
caso, es pertinente aclarar que los conflictos 
de interés son personales y corresponde a cada 
Congresista evaluarlos.

V. ANÁLISIS DE IMPACTO FISCAL
En virtud de lo establecido en el artículo 7° de 

la Ley 819 de 2023 esta iniciativa legislativa no 
ordena gasto público ni otorga beneficio tributario 
alguno.

VI. PLIEGO DE MODIFICACIONES
Una vez analizado el texto aprobado en primer 

debate, los ponentes hemos decidido realizar los 
siguientes cambios en aras de precisar algunos 
conceptos, mejorar el proyecto y corregir la 
redacción de algunos artículos.

TEXTO APROBADO  
EN PRIMER DEBATE COMENTARIOS TEXTO PROPUESTO  

PARA SEGUNDO DEBATE
Por medio de la cual se modifica la Ley 
2079 de 2021 y se dictan otras disposi-
ciones en materia de vivienda rural.

Sin modificaciones

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tie-
ne por objeto modificar y adicionar a la 
Ley 2079 de 2021 y dictar disposiciones 
en materia de vivienda en zonas rurales 
del país.

Sin modificaciones

Artículo 2°. Adiciónese el numeral 11 
al artículo 5° de la Ley 2079 de 2021, el 
cual quedará así: 
11. Enfoque territorial. Las políticas 
y programas de vivienda y hábitat en 
Colombia tendrán enfoque territorial. El 
enfoque territorial requiere de un aná-
lisis urbano-rural, como de acciones e 
inversiones en materia de vivienda y há-
bitat para reducir la pobreza rural, me-
jorar condiciones de vida en el campo 
y promover el desarrollo rural; dada la 
persistencia de desigualdades territoria-
les, que dejan a los territorios rurales y 
campesinos, marginados y en precarias 
condiciones. En tal sentido, son priorita-
rios los programas y proyectos de cons-
trucción y mejoramiento de vivienda 
rural-campesina, y de hábitat rural.

Sin modificaciones
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Artículo 3°. Inclúyase los siguientes pa-
rágrafos al artículo 123 de la Ley 1448 
de 2011, los cuales quedará así:
Parágrafo 3°. Las víctimas que residan 
en los territorios donde existan Progra-
mas de Desarrollo con Enfoque Terri-
torial (PDET) y en las zonas más afec-
tadas por el conflicto armado (Zomac), 
serán priorizadas en los programas y 
beneficios de vivienda.
Parágrafo 4°. El Gobierno nacional 
otorgará beneficios a dicha población 
para la compra de vivienda nueva o 
usada, construcción en lote propio o 
mejoramiento de vivienda, en área rural 
o urbana, a través del Fondo Nacional 
de Vivienda (Fonvivienda), Findeter, 
las Cajas de Compensación Familiar, el 
Fondo Nacional del Ahorro, el Banco 
Agrario de Colombia, Cooperativas de 
ahorro y crédito, u otras entidades finan-
cieras.
El Gobierno establecerá los lineamien-
tos para que los beneficios consistan 
en la reducción en la tasa de interés del 
crédito de vivienda, el otorgamiento de 
subsidio familiar para mejoramiento de 
vivienda o construcción de vivienda en 
lote propio, el otorgamiento de subsidio 
para compra de vivienda nueva o usa-
da, la flexibilización de los requisitos de 
solicitud de créditos para adquisición, 
construcción o mejoramiento de vivien-
da, entre otros.

Sin modificaciones

Artículo 4°. Modifíquese el artículo 16 
de la Ley 2079 de 2021, el cual quedará 
así:
Artículo 16. Contratación de encargos 
de gestión. Fonvivienda podrá contra-
tar directamente encargos de gestión 
con las Cajas de Compensación Fami-
liar, Cooperativas de vivienda, organi-
zaciones populares de vivienda o Jun-
tas de vivienda comunitaria, a través 
de los cuales se ejecuten los procesos 
de divulgación, comunicación, infor-
mación, recepción de solicitudes, veri-
ficación y revisión de la información, 
digitación, ingreso al Registro Único 
de Postulantes del Gobierno nacional, 
prevalidación y, en general, el desa-
rrollo de las actividades de asignación 
que impliquen la operación del sub-
sidio familiar de vivienda a cargo de  
Fonvivienda.

Sin modificaciones

Artículo 5°. Inclúyase un nuevo artícu-
lo en la Ley 2079 de 2021, el cual que-
dará así:
Artículo 18A. Política de apoyo a las 
organizaciones sociales de vivienda. 
En el diseño e implementación de polí-
ticas, programas y proyectos de vivien-
da y hábitat, el Gobierno nacional y los 
entes territoriales priorizarán y facilita-
rán la participación de organizaciones 
sociales y populares de vivienda (OPV),

Sin modificaciones
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 cooperativas de vivienda, cajas de com-
pensación familiar, Juntas de acción co-
munal y juntas de vivienda comunitaria. 
Dichas entidades tendrán un papel ac-
tivo en el fomento, ejecución, gestión, 
asistencia técnica, seguimiento y pro-
moción de soluciones de vivienda de 
interés social, incluyendo los programas 
de mejoramiento y de autoconstrucción 
de vivienda. 
En la ejecución del Plan Nacional de 
Fomento a la Economía Solidaria y 
Cooperativa Rural (PLANFES) se de-
berán incluir estrategias para fortalecer 
las organizaciones populares de vivien-
da (OPV), cooperativas de vivienda, 
cooperativas de ahorro y crédito, cajas 
de compensación familiar, Juntas de ac-
ción comunal y juntas de vivienda co-
munitaria en el sector rural.
Artículo 6°. Modifíquese el artículo 19 de 
la Ley 2079 de 2021, el cual quedará así:
Artículo 19. Población objetivo. Es la 
población que habita en suelo rural de-
finido en los POT, PBOT y EOT y se 
encuentra en condiciones de alta pobre-
za multidimensional y déficit habita-
cional, la cual será atendida de manera 
diferencial de acuerdo con el género, 
etnia, edad, condición de discapacidad 
y prácticas socioculturales. Adicional-
mente, se tendrá en cuenta, ajustado a 
las realidades socioeconómicas de la 
región cómo criterio de priorización, la 
población que se encuentre en situación 
de pobreza y vulnerabilidad, la pobla-
ción campesina, la población residente 
en territorios con Programas de Desa-
rrollo con Enfoque Territorial (PDET) y 
en las Zonas más afectadas por el Con-
flicto Armado (Zomac), la población 
víctima del conflicto armado y aquella 
que se encuentre en procesos de reincor-
poración a la vida civil. Para tal efecto, 
el Ministerio de Vivienda, Ciudad y Te-
rritorio recurrirá a la información pro-
veniente de las bases de datos utilizadas 
para la focalización como Sisben, UA-
RIV, Unidos, ARN y a otras particulares 
de las comunidades étnicas u organiza-
ciones campesinas, entre otras.

Sin modificaciones

Artículo 7°. Modifíquese los numerales 
7 y 8 del artículo 20 de la Ley 2079 de 
2021 y añádase nuevos numerales, los 
cuales quedarán así:
7. Priorización de beneficiarios. Se 
identificarán territorios y hogares que 
presenten las mayores carencias habi-
tacionales y altos índices de pobreza 
multidimensional, priorizando personas 
reconocidas como víctimas del conflicto 
armado, mujeres cabeza de familia, per-
sonas con discapacidad y sus cuidado-
res, adultos mayores, población campe-
sina y étnica, población en: proceso de 
reincorporación y restitución de tierras

Sin modificaciones
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para ser beneficiarios de subsidios para 
vivienda de interés social rural, créditos 
para construcción y mejoramiento de vi-
vienda rural, subsidios para adquisición 
de predios rurales y asistencia técnica a 
soluciones de vivienda rural. En tal sen-
tido se priorizará hogares rurales ubica-
dos en territorios donde se desarrollen 
programas de desarrollo territorial como 
PDET, PNIS, entre otros, de interés na-
cional, y en las zonas más afectadas por 
el conflicto armado-Zomac.
8. Acceso a servicios públicos. Se pro-
penderá por brindar soluciones tecnoló-
gicas apropiadas para garantizar el acce-
so al agua, el manejo de aguas residuales 
y demás servicios públicos domiciliarios 
en las viviendas rurales, siguiendo los 
lineamientos técnicos e institucionales 
establecidos y en coordinación con otros 
programas y proyectos del Gobierno 
nacional articulados con los Planes Na-
cionales de Suministro de Agua Potable 
y Saneamiento Básico Rural, electrifica-
ción y conectividad rural entre otros. En 
las zonas rurales del país se fomentarán 
las soluciones alternativas o convencio-
nales de agua para el consumo humano, 
saneamiento básico, de energía y teleco-
municaciones, individuales o colectivas. 
El Gobierno nacional y los entes territo-
riales priorizarán en el año siguiente a la 
promulgación de esta ley, la financiación 
y ejecución de obras para garantizar la 
prestación de servicios públicos domici-
liarios básicos en las zonas rurales de los 
municipios con Programas de Desarrollo 
con Enfoque Territorial (PDET) y en las 
Zonas más afectadas por el Conflicto Ar-
mado (Zomac), en condiciones de cali-
dad, continuidad, seguridad y sostenibi-
lidad.
10. Divulgación. El Ministerio de Vi-
vienda, Ciudad y territorio, garantizará 
la difusión de amplio alcance (garan-
tizando así la información y comuni-
cación al sector rural y rural disperso) 
de manera clara de los procedimientos, 
criterios de priorización, requisitos de 
los diferentes programas de la política 
pública de vivienda rural y fases parti-
cipativas. Comunicación que tendrá un 
enfoque territorial para que la población 
objeto de la presente ley puedan conocer 
y acceder a estos beneficios. Para ello 
se puede acudir a campañas por medio 
de avisos radiales, plegables, pauta en 
medios de comunicación locales, redes 
sociales, entre otros. 
11. Igualdad. Se promoverá la igualdad 
material en el acceso a los beneficios de 
la vivienda y procurará la implementa-
ción de medidas de protección contra 
las prácticas discriminatorias y la defi-
nición de criterios objetivos de focali-
zación del gasto público en las familias 
con mayores necesidades.
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12. Transparencia. Se responderá de 
manera integral al principio de transpa-
rencia, incluidas las contrataciones que 
se celebren, independientemente del ré-
gimen jurídico de que se trate. De igual 
forma, se garantizará la transparencia en 
el uso de los recursos y en el ejercicio de 
las competencias.
Artículo 8°. Inclúyase un nuevo artícu-
lo en la Ley 2079 de 2021, el cual que-
dará así:
Artículo 20A. Plan Nacional de Cons-
trucción y Mejoramiento de Vivienda 
de Interés Social Rural (PNVISR). 
Actualícese el Plan Nacional de Cons-
trucción y Mejoramiento de Vivienda 
de Interés Social Rural (PNVISR), don-
de este constituya la hoja de ruta y de 
planeación para la implementación de la 
Política Pública de Vivienda de Interés 
Social Rural (PPVISR) en Colombia, 
con programas, estrategias y acciones 
que permitan promover la vivienda dig-
na en el sector rural, disminuir el déficit 
habitacional cualitativo y cuantitativo 
en el campo, y contribuir al desarrollo 
humano, social y sostenible del campe-
sinado. Estará a cargo del Ministerio de 
Vivienda, Ciudad y Territorio.

En la elaboración, actualización e im-
plementación del PNVISR se conside-
rarán criterios como:
1. Aplicación de soluciones de vivienda 
adecuadas, en consideración de las par-
ticularidades del medio rural y las co-
munidades, con enfoque diferencial, de 
género y territorial.
2. Promoción y aplicación de solucio-
nes tecnológicas apropiadas (soluciones 
individuales) para garantizar acceso a 
agua potable y manejo de aguas resi-
duales.
3. El otorgamiento de subsidios para la 
construcción y el mejoramiento de vi-
vienda, que prioricen a la población en 
pobreza extrema, las víctimas del con-
flicto armado, las mujeres cabeza de fa-
milia, las personas con discapacidad, el 
campesinado, los grupos étnicos y la po-
blación en proceso de reincorporación a 
la vida civil.
4. Participación de las comunidades en 
la definición de las soluciones de vivien-
da y en la ejecución de los proyectos.
Asimismo, el PNVISR contemplará es-
trategias como:
1. Soluciones de vivienda rural subsi-
diadas adecuadas al entorno rural, re-
gional y cultural.
2. Enfoque diferencial para el acceso a 
subsidios de Vivienda de Interés Social 
Rural (VISR).
3. Otorgamiento y ejecución de subsi-
dios para construcción y Mejoramiento 
VISR.

Se adiciona al inciso primero la palabra 
El Gobierno nacional tendrá la obliga-
ción de actualizar, con el fin de deter-
minar un responsable de proceso. De 
la misma forma, se elimina la palabra 
elaboración, pro técnica legislativa de-
jando solo las pablaras actualización e 
implementación.

Artículo 8°. Inclúyase un nuevo artícu-
lo en la Ley 2079 de 2021, el cual que-
dará así:
Artículo 20A. Plan Nacional de Cons-
trucción y Mejoramiento de Vivienda 
de Interés Social Rural (PNVISR).
El Gobierno nacional tendrá la obliga-
ción de actualizar Actualícese el Plan Na-
cional de Construcción y Mejoramiento 
de Vivienda de Interés Social Rural (PN-
VISR), donde este constituya la hoja de 
ruta y de planeación para la implemen-
tación de la Política Pública de Vivien-
da de Interés Social Rural (PPVISR) en 
Colombia, con programas, estrategias 
y acciones que permitan promover la 
vivienda digna en el sector rural, dismi-
nuir el déficit habitacional cualitativo y 
cuantitativo en el campo, y contribuir al 
desarrollo humano, social y sostenible 
del campesinado. Estará a cargo del Mi-
nisterio de Vivienda, Ciudad y Territorio.
En la elaboración, actualización e im-
plementación del PNVISR se conside-
rarán criterios como:
1. Aplicación de soluciones de vivienda 
adecuadas, en consideración de las par-
ticularidades del medio rural y las co-
munidades, con enfoque diferencial, de 
género y territorial.
2. Promoción y aplicación de solucio-
nes tecnológicas apropiadas (soluciones 
individuales) para garantizar acceso a 
agua potable y manejo de aguas resi-
duales.
3. El otorgamiento de subsidios para la 
construcción y el mejoramiento de vi-
vienda, que prioricen a la población en 
pobreza extrema, las víctimas del con-
flicto armado, las mujeres cabeza de fa-
milia, las personas con discapacidad, el 
campesinado, los grupos étnicos y la po-
blación en proceso de reincorporación a 
la vida civil.
4. Participación de las comunidades en 
la definición de las soluciones de vivien-
da y en la ejecución de los proyectos.
Asimismo, el PNVISR contemplará es-
trategias como:
1. Soluciones de vivienda rural subsi-
diadas adecuadas al entorno rural, re-
gional y cultural. 
2. Enfoque diferencial para el acceso a 
subsidios de Vivienda de Interés Social 
Rural (VISR).
3. Otorgamiento y ejecución de subsi-
dios para construcción y Mejoramiento 
VISR.
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4. Otorgamiento y ejecución de créditos 
para construcción y Mejoramiento de 
VISR.
5. Generación de capacidades comuni-
tarias y participación activa de los bene-
ficiarios en la estructuración y ejecución 
de proyectos.
6. Asistencia técnica para el manteni-
miento y sostenibilidad de las solucio-
nes de vivienda social rural subsidiadas.
El PNVISR se actualizará cada vez sea 
aprobado un nuevo Plan Nacional de 
Desarrollo y se articulará con él.
Parágrafo 1°. El Ministerio de Vivien-
da, Ciudad y Territorio entregará informe 
bianual de la implementación del Plan 
Nacional de Construcción de Vivienda 
de Interés Social Rural (PNVISR) a la 
Comisión Séptima de Cámara de Repre-
sentantes y Senado de la República. 
De igual manera, el Gobierno nacional, 
a través del Ministerio de Vivienda, Ciu-
dad y Territorio deberá diseñar e imple-
mentar un sistema de información, segui-
miento y evaluación de la política pública 
de vivienda de interés social rural.
Parágrafo 2°. Seguimiento y evalua-
ción a la vivienda rural. El Gobierno 
nacional, a través del Ministerio de 
Vivienda, Ciudad y Territorio deberá 
diseñar e implementar un sistema de in-
formación, seguimiento y evaluación de 
la política pública de vivienda de interés 
social rural.

4. Otorgamiento y ejecución de créditos 
para construcción y Mejoramiento de 
VISR.
5. Generación de capacidades comuni-
tarias y participación activa de los bene-
ficiarios en la estructuración y ejecución 
de proyectos.
6. Asistencia técnica para el manteni-
miento y sostenibilidad de las solucio-
nes de vivienda social rural subsidiadas.
El PNVISR se actualizará cada vez sea 
aprobado un nuevo Plan Nacional de 
Desarrollo y se articulará con él.
Parágrafo 1°. El Ministerio de Vivien-
da, Ciudad y Territorio entregará informe 
bianual de la implementación del Plan 
Nacional de Construcción de Vivienda 
de Interés Social Rural (PNVISR) a la 
Comisión Séptima de Cámara de Repre-
sentantes y Senado de la República. 
De igual manera, el Gobierno nacional, 
a través del Ministerio de Vivienda, Ciu-
dad y Territorio deberá diseñar e imple-
mentar un sistema de información, segui-
miento y evaluación de la política pública 
de vivienda de interés social rural.
Parágrafo 2°. Seguimiento y evalua-
ción a la vivienda rural. El Gobierno 
nacional, a través del Ministerio de 
Vivienda, Ciudad y Territorio deberá 
diseñar e implementar un sistema de in-
formación, seguimiento y evaluación de 
la política pública de vivienda de interés 
social rural.

Artículo 9°. Inclúyase un nuevo artícu-
lo en la Ley 2079 de 2021, el cual que-
dará así:
Artículo 21A. Servicios públicos en zo-
nas de difícil acceso. Cuando la disper-
sión o las condiciones de terreno impi-
dan conectar la vivienda rural a sistemas 
o redes de alcantarillado, acueductos y 
energía eléctrica, se contemplarán alter-
nativas como la construcción de baterías 
sanitarias con pozos sépticos, acueductos 
veredales y disposición de biodigestores 
en materia de acueducto y saneamiento 
básico, así como la instalación de pane-
les solares u otros sistemas de energía 
fotovoltaica para proveer energía a los 
hogares rurales. Para ello se atenderá la 
regulación en materia de competencias 
del nivel territorial y nacional. 
El Ministerio de Tecnologías de la In-
formación y Comunicaciones continua-
rá con su competencia para garantizar 
la accesibilidad, uso y apropiación de 
conectividad y telecomunicaciones en 
viviendas ubicadas en zonas rurales de 
difícil acceso, en condiciones de equi-
dad e inclusión social.

Sin modificaciones

Artículo 10. Inclúyase un nuevo artícu-
lo en la Ley 2079 de 2021, el cual que-
dará así:
Artículo 21B. Adjudicación u otorga-
miento de uso de baldíos para vi vien-

Se adiciona un parágrafo en este artícu-
lo para evitar posibles invasiones y que 
realmente se les adjudique u otorgue el 
uso de baldíos a campesinos, víctimas 
del conflicto armado y grupos étnicos

Artículo 10. Inclúyase un nuevo ar-
tículo en la Ley 2079 de 2021, el cual 
quedará así:
Artículo 21B. Adjudicación u otorga-
miento de uso de baldíos para vivien-
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da rural en reservas forestales pro-
tectoras-productoras y de reserva 
forestal de la Ley 2ª de 1959 sin sus-
tracción. Para facilitar la implementa-
ción de programas de vivienda rural y la 
formalización de viviendas rurales ubi-
cadas en baldíos de reservas forestales 
protectoras-productoras y en las zonas 
tipo C, B y A de la zonificación y orde-
namiento de las áreas de reserva forestal 
de Ley 2ª de 1959, la Agencia Nacional 
de Tierras podrá adjudicar u otorgar el 
uso de los baldíos que se encuentren en 
su interior, para vivienda rural, a cam-
pesinos, víctimas del conflicto armado 
y grupos étnicos, sin que para ello sea 
necesaria la sustracción de dichas áreas, 
con ajuste a los principios que rigen sus 
actuaciones. El Gobierno nacional re-
glamentará la materia.

, que lleven más de 5 años realizando 
actos de señor y dueño.

da rural en reservas forestales pro-
tectoras-productoras y de reserva 
forestal de la Ley 2ª de 1959 sin sus-
tracción. Para facilitar la implementa-
ción de programas de vivienda rural y 
la formalización de viviendas rurales 
ubicadas en baldíos de reservas fores-
tales protectoras-productoras y en las 
zonas tipo C, B y A de la zonificación y 
ordenamiento de las áreas de reserva fo-
restal de Ley 2ª de 1959, la Agencia Na-
cional de Tierras podrá adjudicar, titular 
u otorgar el uso de los baldíos que se 
encuentren en su interior, para vivienda 
rural, a campesinos, víctimas del con-
flicto armado y grupos étnicos, sin que 
para ello sea necesaria la sustracción de 
dichas áreas, con ajuste a los principios 
que rigen sus actuaciones. El Gobierno 
nacional reglamentará la materia. 
Parágrafo: La adjudicación, titula-
ción u otorgamiento a que refiere el 
presente artículo, procederá para fa-
milias con una posesión mínimo de 
cinco (5) años del predio en que se en-
cuentra ubicada la vivienda.

Artículo 11. Modifíquese el artículo 22 de 
la Ley 2079 de 2021, el cual quedará así:
Artículo 22. Financiación de la vivien-
da rural. La vivienda de interés social 
rural tendrá como principal fuente de 
financiación los recursos asignados en 
el Presupuesto General de la Nación 
(PGN), sin perjuicio de otras fuentes de 
financiación que se implementen para el 
efecto. 
Dadas las restricciones presupuestales y 
las necesidades de vivienda rural, ade-
más del PGN la vivienda rural de interés 
social (VISR) podrá ser financiada con 
otras fuentes como: Recursos de entes te-
rritoriales, Sistema General de Regalías 
(SGR), obras por impuestos, organismos 
multilaterales y sector privado.

Sin modificación.

Artículo 12. Inclúyase un nuevo artícu-
lo en la Ley 2079 de 2021, el cual que-
dará así:
Artículo 23A. Prioridades en el me-
joramiento de vivienda rural. En re-
lación a la modalidad de Mejoramien-
to de Vivienda y Saneamiento Básico 
Rural se deberán implementar accio-
nes integrales en el siguiente orden de  
prioridad: a) Vivienda Saludable Rural- 
asociada a las obras que permitan que la 
vivienda rural tenga las debidas condi-
ciones sanitarias, b) Vivienda y Seguri-
dad Estructural – la cual hace referencia 
a aquellas obras prioritarias de seguri-
dad estructural, y c) Vivienda rural y 
módulo habitacional que complementa 
mediante un módulo de habitabilidad 
(estructura independiente) la solución 
de vivienda rural.

Se acoge la recomendación del Ministe-
rio de Vivienda que solicita se cambia el 
orden de las prioridades, el cual propo-
nen que queden así:
• a) Vivienda Saludable Rural- asociada 
a las obras que permitan que la vivienda 
rural tenga las debidas condiciones sa-
nitarias,
• c) Vivienda rural y módulo habitacio-
nal que complementa mediante un mó-
dulo de habitabilidad (estructura inde-
pendiente) la solución de vivienda rural.
• b) Vivienda y Seguridad Estructural – 
la cual hace referencia a aquellas obras 
prioritarias de seguridad estructural.

Artículo 12. Inclúyase un nuevo artícu-
lo en la Ley 2079 de 2021, el cual que-
dará así:
Artículo 23A. Prioridades en el me-
joramiento de vivienda rural. En re-
lación a la modalidad de Mejoramien-
to de Vivienda y Saneamiento Básico 
Rural se deberán implementar accio-
nes integrales en el siguiente orden de  
prioridad:
a) Vivienda Saludable Rural- asociada a 
las obras que permitan que la vivienda 
rural tenga las debidas condiciones sa-
nitarias,
b) c.) Vivienda rural y módulo habita-
cional que complementa mediante un 
módulo de habitabilidad (estructura 
independiente) la solución de vivienda 
rural. 
c) b.) Vivienda y Seguridad Estructural 
– la cual hace referencia a aquellas obras 
prioritarias de seguridad estructural.
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Artículo 13. Modifíquese el artículo 56 
de la Ley 2079 de 2021, el cual quedará 
así:
Artículo 56. Beneficios diferenciales 
en materia de vivienda a favor de las 
mujeres víctima de violencia intrafa-
miliar y mujeres víctimas del conflic-
to armado. El Gobierno nacional, con 
el propósito de procurar la autonomía 
económica, la seguridad y el bienestar 
material y emocional de esta población, 
promoverá, en el marco de su política 
pública habitacional, beneficios diferen-
ciales a favor de las mujeres víctimas de 
violencia intrafamiliar y mujeres vícti-
mas del conflicto armado en materia de 
vivienda, en suelo urbano o rural.
El Gobierno nacional reglamentará esta 
disposición.

Sin modificación.

Artículo 14. Modifíquese el artículo 56 
de la Ley 2079 de 2021, el cual quedará 
así: 
Artículo 56. Beneficios diferenciales 
en materia de vivienda a favor de las 
mujeres víctima de violencia intrafa-
miliar y mujeres víctimas del conflic-
to armado. El Gobierno nacional, con 
el propósito de procurar la autonomía 
económica, la seguridad y el bienestar 
material y emocional de esta población, 
promoverá, en el marco de su política 
pública habitacional, beneficios diferen-
ciales a favor de las mujeres víctimas de 
violencia intrafamiliar y mujeres víc-
timas del conflicto armado en materia 
de vivienda, en suelo urbano o rural. 
El Gobierno nacional reglamentará esta 
disposición.

Se propone eliminar este artículo, toda 
vez que se encuentra repetido en el ar-
tículo 13 del presente proyecto de ley.

Artículo 14. Modifíquese el artículo 56 
de la Ley 2079 de 2021, el cual quedará 
así:
Artículo 56. Beneficios diferenciales 
en materia de vivienda a favor de las 
mujeres víctima de violencia intrafa-
miliar y mujeres víctimas del conflic-
to armado. El Gobierno nacional, con 
el propósito de procurar la autonomía 
económica, la seguridad y el bienestar 
material y emocional de esta población, 
promoverá, en el marco de su política 
pública habitacional, beneficios diferen-
ciales a favor de las mujeres víctimas de 
violencia intrafamiliar y mujeres víc-
timas del conflicto armado en materia 
de vivienda, en suelo urbano o rural. 
El Gobierno nacional reglamentará esta 
disposición.

Artículo 15. Modifíquese el artículo 23 
de la Ley 2079 de 2021, el cual quedará 
así:
Artículo 23. Tipologías de vivienda 
rural y proyectos tipo. Una tipología 
de vivienda rural corresponde a la pro-
puesta técnica y financiera sobre la idea 
general del proyecto previo a la ejecu-
ción del Subsidio Familiar de Vivienda 
de Interés Social Rural, en aplicación 
del enfoque diferencial que reconozca 
las condiciones socioeconómicas y cul-
turales de los pueblos indígenas, de las 
comunidades negras, afrocolombianas, 
raizales, palenqueras, campesinas y de 
grupos poblacionales específicos, espe-
cialmente de la población víctima del 
conflicto armado.
Las tipologías a implementar deberán 
adecuarse al entorno rural, regional y 
cultural a través del proceso de valida-
ción en la etapa de preconstrucción a 
cargo de Fonvivienda o la entidad que 
haga sus veces. Los proyectos de vi-
vienda de interés social rural nueva, de 
mejoramiento de vivienda y de cons-
trucción en sitio propio, que se financien 
total o parcialmente con recursos del

Se modifica numeral del articulado. Artículo 14. 15. Modifíquese el artículo 
23 de la Ley 2079 de 2021, el cual que-
dará así:
Artículo 23. Tipologías de vivienda 
rural y proyectos tipo. Una tipología 
de vivienda rural corresponde a la pro-
puesta técnica y financiera sobre la idea 
general del proyecto previo a la ejecu-
ción del Subsidio Familiar de Vivienda 
de Interés Social Rural, en aplicación 
del enfoque diferencial que reconozca 
las condiciones socioeconómicas y cul-
turales de los pueblos indígenas, de las 
comunidades negras, afrocolombianas, 
raizales, palenqueras, campesinas y de 
grupos poblacionales específicos, espe-
cialmente de la población víctima del 
conflicto armado.
Las tipologías a implementar deberán 
adecuarse al entorno rural, regional y 
cultural a través del proceso de valida-
ción en la etapa de pre- construcción a 
cargo de Fonvivienda o la entidad que 
haga sus veces. Los proyectos de vi-
vienda de interés social rural nueva, de 
mejoramiento de vivienda y de cons-
trucción en sitio propio, que se financien 
total o parcialmente con recursos del
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Sistema General de Regalías u otras 
fuentes, podrán formularse a partir de 
diseños o intervenciones tipo que de 
manera general recojan las condiciones 
socioculturales y las necesidades bási-
cas de cada hogar identificado como po-
tencial beneficiario, y abarcará incluso 
las condiciones especiales fijadas para 
la construcción de vivienda diferencial, 
incluyendo la vivienda de interés cultu-
ral, así como la utilización de materiales 
y sistemas alternativos tradicionales de 
construcción.
En todo caso, para los diseños o inter-
venciones tipo, deberá demostrarse el 
cumplimiento de requisitos de viabili-
dad técnica y financiera, se convocarán 
espacios dialógicos en los que se permi-
ta la participación activa de las comuni-
dades beneficiarias, y se dará aplicación 
a los criterios estandarizados en la es-
trategia nacional de coordinación para 
la reducción del riesgo de desastres, 
mitigación y adaptación al cambio cli-
mático.
El Ministerio de Vivienda, Ciudad y Te-
rritorio reglamentará las condiciones bá-
sicas que establece el presente artículo.

Sistema General de Regalías u otras 
fuentes, podrán formularse a partir de 
diseños o intervenciones tipo que de 
manera general recojan las condiciones 
socioculturales y las necesidades bási-
cas de cada hogar identificado como po-
tencial beneficiario, y abarcará incluso 
las condiciones especiales fijadas para 
la construcción de vivienda diferencial, 
incluyendo la vivienda de interés cultu-
ral, así como la utilización de materiales 
y sistemas alternativos tradicionales de 
construcción.
En todo caso, para los diseños o inter-
venciones tipo, deberá demostrarse el 
cumplimiento de requisitos de viabili-
dad técnica y financiera, se convocarán 
espacios dialógicos en los que se permi-
ta la participación activa de las comuni-
dades beneficiarias, y se dará aplicación 
a los criterios estandarizados en la es-
trategia nacional de coordinación para 
la reducción del riesgo de desastres, 
mitigación y adaptación al cambio cli-
mático.
El Ministerio de Vivienda, Ciudad y Te-
rritorio reglamentará las condiciones bá-
sicas que establece el presente artículo.

Artículo 16. Modifíquese el artículo 6° 
de la Ley 3ª de 1991 la cual quedará 
así:
Artículo 6°. Establézcase el Subsidio 
Familiar de Vivienda como un aporte 
estatal en dinero o en especie, que po-
drá aplicarse en lotes con servicios para 
programas de desarrollo de autocons-
trucción, y en especie para materiales, 
entre otros, otorgado por una sola vez 
al beneficiario con el objeto de facilitar 
el acceso a una solución de vivienda de 
interés social o interés prioritario de las 
señaladas en el artículo 5° de la presen-
te ley, sin cargo de restitución, siempre 
que el beneficiario cumpla con las con-
diciones que establece esta ley.
La cuantía del subsidio será determina-
da por el Gobierno nacional, de acuerdo 
con los recursos disponibles, el valor 
final de la solución de vivienda y las 
condiciones socioeconómicas de los be-
neficiarios, en cuya postulación se dará 
un tratamiento preferente a las mujeres 
cabeza de familia de los estratos más 
pobres de la población, a las trabajado-
ras del sector informal y a las madres 
comunitarias.
Los recursos de los subsidios familia-
res de vivienda, una vez adjudicados y 
transferidos a los beneficiarios o a las 
personas que estos indiquen, indepen-
dientemente del mecanismo financiero 
de recepción, pertenecen a estos, y se 
sujetarán a las normas propias que regu-
lan la actividad de los particulares.
Parágrafo 1°. Los beneficiarios  
del subsidio familiar de vivienda en cual

Se modifica numeral del articulado. Artículo 15 16. Modifíquese el artículo 
6° de la Ley 3ª de 1991 la cual quedará 
así:
Artículo 6°. Establézcase el Subsidio 
Familiar de Vivienda como un aporte 
estatal en dinero o en especie, que po-
drá aplicarse en lotes con servicios para 
programas de desarrollo de autocons-
trucción, y en especie para materiales, 
entre otros, otorgado por una sola vez 
al beneficiario con el objeto de facilitar 
el acceso a una solución de vivienda de 
interés social o interés prioritario de las 
señaladas en el artículo 5° de la presen-
te ley, sin cargo de restitución, siempre 
que el beneficiario cumpla con las con-
diciones que establece esta ley.
La cuantía del subsidio será determina-
da por el Gobierno nacional, de acuerdo 
con los recursos disponibles, el valor 
final de la solución de vivienda y las 
condiciones socioeconómicas de los be-
neficiarios, en cuya postulación se dará 
un tratamiento preferente a las mujeres 
cabeza de familia de los estratos más 
pobres de la población, a las trabajado-
ras del sector informal y a las madres 
comunitarias.
Los recursos de los subsidios familia-
res de vivienda, una vez adjudicados y 
transferidos a los beneficiarios o a las 
personas que estos indiquen, indepen-
dientemente del mecanismo financiero 
de recepción, pertenecen a estos, y se 
sujetarán a las normas propias que regu-
lan la actividad de los particulares.
Parágrafo 1°. Los beneficiarios  
del subsidio familiar de vivienda en cual
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quiera de sus modalidades, cuyas vi-
viendas hayan sido o fueren afectadas 
por desastres naturales o accidentales, 
por la declaratoria de calamidad pública 
o estado de emergencia, o por atentados 
terroristas, debidamente justificados y 
tramitados ante las autoridades com-
petentes, tendrán derecho a postularse 
nuevamente, para acceder al subsidio 
familiar de vivienda, de acuerdo con las 
condiciones que para el efecto establez-
ca el Gobierno nacional.
Parágrafo 2°. Los usuarios de los cré-
ditos de vivienda de interés social o 
interés prioritario, que sean cabeza de 
hogar, que hayan perdido su vivienda 
de habitación como consecuencia de 
una dación en pago o por efectos de un 
remate judicial, podrán postularse por 
una sola vez, para el reconocimiento 
del Subsidio Familiar de Vivienda de 
que trata el parágrafo anterior, previa 
acreditación de calamidad doméstica o 
pérdida de empleo y trámite ante las au-
toridades competentes.
Parágrafo 3°. Quienes hayan accedido 
al subsidio familiar de vivienda contem-
plado en el parágrafo 1° del presente 
artículo, podrán postularse para acceder 
al otorgamiento de un subsidio adicio-
nal, con destino al mejoramiento de la 
vivienda urbana o rural, equivalente 
al valor máximo establecido para cada 
modalidad, de conformidad con la re-
glamentación que expida el Gobierno 
nacional dentro de los tres (3) meses 
siguientes a la promulgación de la pre-
sente ley.
Parágrafo 4°. Los hogares podrán ac-
ceder al subsidio familiar de vivienda de 
interés social otorgado por distintas en-
tidades partícipes del Sistema Nacional 
de Vivienda de Interés Social y aplicar-
los concurrentemente para la obtención 
de una solución de vivienda de interés 
social cuando la naturaleza de los mis-
mos así lo permita.
Parágrafo 5°. Los beneficiarios del 
Subsidio Familiar de Vivienda en la 
modalidad de arrendamiento, tendrán 
derecho a postularse nuevamente para 
el acceso al Subsidio Familiar de Vi-
vienda, en las modalidades de adqui-
sición, construcción o mejoramien-
to, de acuerdo con el reglamento que 
para el efecto establezca el Gobierno  
nacional.
Parágrafo 6°. En los casos en los que se 
aplique el subsidio familiar de vivienda 
otorgado por el Gobierno nacional, las 
entidades territoriales y las Cajas de 
Compensación Familiar, en las moda-
lidades de mejoramiento de vivienda, 
vivienda progresiva o construcción en 
sitio propio, el Gobierno nacional por 
iniciativa del Ministerio de Vivienda, 
Ciudad y Territorio, establecerá las con 

quiera de sus modalidades, cuyas vi-
viendas hayan sido o fueren afectadas 
por desastres naturales o accidentales, 
por la declaratoria de calamidad pública 
o estado de emergencia, o por atentados 
terroristas, debidamente justificados y 
tramitados ante las autoridades com-
petentes, tendrán derecho a postularse 
nuevamente, para acceder al subsidio 
familiar de vivienda, de acuerdo con las 
condiciones que para el efecto establez-
ca el Gobierno nacional.
Parágrafo 2°. Los usuarios de los cré-
ditos de vivienda de interés social o 
interés prioritario, que sean cabeza de 
hogar, que hayan perdido su vivienda 
de habitación como consecuencia de 
una dación en pago o por efectos de un 
remate judicial, podrán postularse por 
una sola vez, para el reconocimiento 
del Subsidio Familiar de Vivienda de 
que trata el parágrafo anterior, previa 
acreditación de calamidad doméstica o 
pérdida de empleo y trámite ante las au-
toridades competentes. 
Parágrafo 3°. Quienes hayan accedido 
al subsidio familiar de vivienda contem-
plado en el parágrafo 1° del presente 
artículo, podrán postularse para acceder 
al otorgamiento de un subsidio adicio-
nal, con destino al mejoramiento de la 
vivienda urbana o rural, equivalente 
al valor máximo establecido para cada 
modalidad, de conformidad con la re-
glamentación que expida el Gobierno 
nacional dentro de los tres (3) meses 
siguientes a la promulgación de la pre-
sente ley.
Parágrafo 4°. Los hogares podrán ac-
ceder al subsidio familiar de vivienda de 
interés social otorgado por distintas en-
tidades partícipes del Sistema Nacional 
de Vivienda de Interés Social y aplicar-
los concurrentemente para la obtención 
de una solución de vivienda de interés 
social cuando la naturaleza de los mis-
mos así lo permita.
Parágrafo 5°. Los beneficiarios del 
Subsidio Familiar de Vivienda en la 
modalidad de arrendamiento, tendrán 
derecho a postularse nuevamente para 
el acceso al Subsidio Familiar de Vi-
vienda, en las modalidades de adqui-
sición, construcción o mejoramien-
to, de acuerdo con el reglamento que 
para el efecto establezca el Gobierno  
nacional.
Parágrafo 6°. En los casos en los que se 
aplique el subsidio familiar de vivienda 
otorgado por el Gobierno nacional, las 
entidades territoriales y las Cajas de 
Compensación Familiar, en las moda-
lidades de mejoramiento de vivienda, 
vivienda progresiva o construcción en 
sitio propio, el Gobierno nacional por 
iniciativa del Ministerio de Vivienda, 
Ciudad y Territorio, establecerá las con
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diciones especiales para autorizar la 
ejecución de las intervenciones y la 
verificación del cumplimiento de las 
normas técnicas de construcción que 
le apliquen a la intervención que se 
desarrolle, sin que sea necesaria la ex-
pedición de la respectiva licencia de 
construcción o acto de reconocimien-
to. Las autorizaciones deben estar 
conformes a lo previsto en el plan de 
ordenamiento territorial del municipio  
correspondiente.

diciones especiales para autorizar la 
ejecución de las intervenciones y la 
verificación del cumplimiento de las 
normas técnicas de construcción que 
le apliquen a la intervención que se 
desarrolle, sin que sea necesaria la ex-
pedición de la respectiva licencia de 
construcción o acto de reconocimien-
to. Las autorizaciones deben estar 
conformes a lo  previsto en el plan de 
ordenamiento territorial del municipio  
correspondiente.

Artículo 17. Modifíquese el artículo 7° 
de la Ley 3ª de 1991, el cual quedará así:
Artículo 7º. Podrán ser beneficiarios 
del Subsidio Familiar de Vivienda los 
hogares de quienes se postulen para re-
cibir el subsidio, por carecer de recursos 
suficientes para obtener una vivienda, 
mejorarla, habilitar legalmente los títu-
los de la misma u obtener los materiales 
para la construcción de una solución de 
vivienda; el reglamento establecerá las 
formas de comprobar tales circunstan-
cias. A las postulaciones aceptables se 
les definirá un orden secuencial para 
recibir la asignación del subsidio, de 
acuerdo con las calificaciones de los 
aportes del beneficiario a la solución 
de vivienda, tales como ahorro previo, 
cuota inicial, materiales, trabajo, vincu-
lación a una organización popular de vi-
vienda. El acto de postularse implica la 
aceptación por parte del beneficiario de 
las condiciones bajo las cuales se otorga 
el subsidio.

Parágrafo. Para el caso del Subsi-
dio Familiar de Vivienda en especie 
de materiales, se legalizará sin cargo 
de restitución con la entrega efectiva 
de los mismos al beneficiario por par-
te de los operadores y/o asistente téc-
nico que se contraten para tal efecto, 
para lo cual el Ministerio de Vivien-
da, Ciudad y Territorio reglamentará  
la materia.

Se modifica numeral del articulado. Artículo 16. 17. Modifíquese el artículo 
7° de la Ley 3ª de 1991, el cual quedará 
así:
Artículo 7º. Podrán ser beneficiarios 
del Subsidio Familiar de Vivienda los 
hogares de quienes se postulen para re-
cibir el subsidio, por carecer de recursos 
suficientes para obtener una vivienda, 
mejorarla, habilitar legalmente los títu-
los de la misma u obtener los materiales 
para la construcción de una solución de 
vivienda; el reglamento establecerá las 
formas de comprobar tales circunstan-
cias. A las postulaciones aceptables se 
les definirá un orden secuencial para 
recibir la asignación del subsidio, de 
acuerdo con las calificaciones de los 
aportes del beneficiario a la solución 
de vivienda, tales como ahorro previo, 
cuota inicial, materiales, trabajo, vincu-
lación a una organización popular de vi-
vienda. El acto de postularse implica la 
aceptación por parte del beneficiario de 
las condiciones bajo las cuales se otorga 
el subsidio.
Parágrafo. Para el caso del Subsi-
dio Familiar de Vivienda en especie 
de materiales, se legalizará sin cargo 
de restitución con la entrega efectiva 
de los mismos al beneficiario por par-
te de los operadores y/o asistente téc-
nico que se contraten para tal efecto, 
para lo cual el Ministerio de Vivien-
da, Ciudad y Territorio reglamentará  
la materia.

Artículo 18. Vigencia. La presente ley 
rige a partir de la fecha de su publica-
ción, y deroga las disposiciones que le 
sean contrarias.

Se modifica numeral del articulado. Artículo 17 18. Vigencia. La presente 
ley rige a partir de la fecha de su publi-
cación, y deroga las disposiciones que le 
sean contrarias.

VII. PROPOSICIÓN
En virtud de las consideraciones anteriormente 

expuestas los suscritos Representantes a la 
Cámara, emitimos ponencia positiva dentro del 
presente informe y solicitamos a los miembros 
de la Plenaria de la Cámara de Representantes 
dar segundo debate al Proyecto de ley número 
306 de 2022 Cámara, por medio de la cual se 
modifica la Ley 2079 de 2021 y se dictan otras 
disposiciones en materia de vivienda rural, con 
modificaciones.

De los honorables Representantes.
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VIII. TEXTO PROPUESTO PARA 
SEGUNDO DEBATE.

TEXTO PROPUESTO PARA SEGUNDO 
DEBATE DEL PROYECTO DE LEY 

NÚMERO 306 DE 2022 CÁMARA
por medio de la cual se modifica la Ley 2079 de 
2021 y se dictan otras disposiciones en materia de 

vivienda rural.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1º. Objeto. La presente ley tiene por 

objeto modificar y adicionar a la Ley 2079 de 2021 
y dictar disposiciones en materia de vivienda en 
zonas rurales del país.

Artículo 2º. Adiciónese el numeral 11 al 
artículo 5º de la Ley 2079 de 2021, el cual quedará 
así:

11.	 Enfoque territorial. Las políticas y 
programas de vivienda y hábitat en Colombia 
tendrán enfoque territorial. El enfoque territorial 
requiere de un análisis urbano-rural, como de 
acciones e inversiones en materia de vivienda 
y hábitat para reducir la pobreza rural, mejorar 
condiciones de vida en el campo y promover 
el desarrollo rural; dada la persistencia de 
desigualdades territoriales, que dejan a los 
territorios rurales y campesinos, marginados 
y en precarias condiciones. En tal sentido, 
son prioritarios los programas y proyectos de 
construcción y mejoramiento de vivienda rural-
campesina, y de hábitat rural.

Artículo 3º. Inclúyase los siguientes parágrafos 
al artículo 123 de la Ley 1448 de 2011, los cuales 
quedará así:

Parágrafo 3º. Las víctimas que residan en los 
territorios donde existan Programas de Desarrollo 
con Enfoque Territorial (PDET) y en las Zonas 
más afectadas por el Conflicto Armado (Zomac), 
serán priorizadas en los programas y beneficios de 
vivienda.

Parágrafo 4º. El Gobierno nacional otorgará 
beneficios a dicha población para la compra de 
vivienda nueva o usada, construcción en lote 
propio o mejoramiento de vivienda, en área 
rural o urbana, a través del Fondo Nacional de 
Vivienda (Fonvivienda), Findeter, las Cajas de 
Compensación Familiar, el Fondo Nacional 
del Ahorro, el Banco Agrario de Colombia, 
Cooperativas de ahorro y crédito, u otras entidades 
financieras.

El Gobierno establecerá los lineamientos 
para que los beneficios consistan en la reducción 
en la tasa de interés del crédito de vivienda, 
el otorgamiento de subsidio familiar para 
mejoramiento de vivienda o construcción de 
vivienda en lote propio, el otorgamiento de 
subsidio para compra de vivienda nueva o usada, 
la flexibilización de los requisitos de solicitud 

de créditos para adquisición, construcción o 
mejoramiento de vivienda, entre otros.

Artículo 4º. Modifíquese el artículo 16 de la 
Ley 2079 de 2021, el cual quedará así:

Artículo 16. Contratación de encargos de 
gestión. Fonvivienda podrá contratar directamente 
encargos de gestión con las Cajas de Compensación 
Familiar, Cooperativas de vivienda, organizaciones 
populares de vivienda o juntas de vivienda 
comunitaria, a través de los cuales se ejecuten 
los procesos de divulgación, comunicación, 
información, recepción de solicitudes, verificación 
y revisión de la información, digitación, ingreso 
al Registro Único de Postulantes del Gobierno 
nacional, prevalidación y, en general, el desarrollo 
de las actividades de asignación que impliquen 
la operación del subsidio familiar de vivienda a 
cargo de Fonvivienda.

Artículo 5º. Inclúyase un nuevo artículo en la 
Ley 2079 de 2021, el cual quedará así:

Artículo 18A. Política de apoyo a las 
organizaciones sociales de vivienda. En el 
diseño e implementación de políticas, programas 
y proyectos de vivienda y hábitat, el Gobierno 
nacional y los entes territoriales priorizarán y 
facilitarán la participación de Organizaciones 
Sociales y Populares de Vivienda (OPV), 
cooperativas de vivienda, cajas de compensación 
familiar, Juntas de Acción Comunal y juntas de 
vivienda comunitaria. Dichas entidades tendrán 
un papel activo en el fomento, ejecución, gestión, 
asistencia técnica, seguimiento y promoción 
de soluciones de vivienda de interés social, 
incluyendo los programas de mejoramiento y de 
autoconstrucción de vivienda.

En la ejecución del Plan Nacional de Fomento 
a la Economía Solidaria y Cooperativa Rural 
(Planfes) se deberán incluir estrategias para 
fortalecer las organizaciones populares de vivienda 
(OPV), cooperativas de vivienda, cooperativas de 
ahorro y crédito, cajas de compensación familiar, 
Juntas de Acción Comunal y juntas de vivienda 
comunitaria en el sector rural.

Artículo 6º. Modifíquese el artículo 19 de la 
Ley 2079 de 2021, el cual quedará así:

Artículo 19. Población objetivo. Es la 
población que habita en suelo rural definido 
en los POT, PBOT y EOT y se encuentra en 
condiciones de alta pobreza multidimensional 
y déficit habitacional, la cual será atendida de 
manera diferencial de acuerdo con el género, 
etnia, edad, condición de discapacidad y prácticas 
socioculturales.

Adicionalmente se tendrá en cuenta, ajustado 
a las realidades socioeconómicas de la región 
cómo criterio de priorización, la población que se 
encuentre en situación de pobreza y vulnerabilidad, 
la población campesina, la población residente 
en territorios con Programas de Desarrollo con 
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Enfoque Territorial (PDET) y en las Zonas más 
afectadas por el Conflicto Armado (Zomac), la 
población víctima del conflicto armado y aquella 
que se encuentre en procesos de reincorporación 
a la vida civil. Para tal efecto, el Ministerio 
de Vivienda, Ciudad y Territorio recurrirá a la 
información proveniente de las bases de datos 
utilizadas para la focalización como Sisbén, 
UARIV, Unidos, ARN y a otras particulares 
de las comunidades étnicas u organizaciones 
campesinas, entre otras.

Artículo 7º. Modifíquese los numerales 7 y 8 
del artículo 20 de la Ley 2079 de 2021 y añádase 
nuevos numerales, los cuales quedarán así:

7.	 Priorización de beneficiarios. Se 
identificarán territorios y hogares 
que presenten las mayores carencias 
habitacionales y altos índices de pobreza 
multidimensional, priorizando personas 
reconocidas como víctimas del conflicto 
armado, mujeres cabeza de familia, personas 
con discapacidad y sus cuidadores, adultos 
mayores, población campesina y étnica, 
población en: proceso de reincorporación y 
restitución de tierras para ser beneficiarios de 
subsidios para vivienda de interés social rural, 
créditos para construcción y mejoramiento 
de vivienda rural, subsidios para adquisición 
de predios rurales y asistencia técnica a 
soluciones de vivienda rural. En tal sentido 
se priorizará hogares rurales ubicados en 
territorios donde se desarrollen programas 
de desarrollo territorial como PDET, PNIS, 
entre otros de interés nacional, y en las Zonas 
más afectadas por el Conflicto Armado 
(Zomac).

8.	 Acceso a servicios públicos. Se propenderá 
por brindar soluciones tecnológicas 
apropiadas para garantizar el acceso al 
agua, el manejo de aguas residuales y demás 
servicios públicos domiciliarios en las 
viviendas rurales, siguiendo los lineamientos 
técnicos e institucionales establecidos y 
en coordinación con otros programas y 
proyectos del Gobierno nacional articulados 
con los Planes Nacionales de Suministro 
de Agua Potable y Saneamiento Básico 
Rural, electrificación y conectividad rural 
entre otros. En las zonas rurales del país 
se fomentarán las soluciones alternativas 
o convencionales de agua para el consumo 
humano, saneamiento básico, de energía 
y telecomunicaciones, individuales o 
colectivas.

El Gobierno nacional y los entes territoriales 
priorizarán en el año siguiente a la promulgación 
de esta ley, la financiación y ejecución de obras 
para garantizar la prestación de servicios públicos 
domiciliarios básicos en las zonas rurales de los 
municipios con Programas de Desarrollo con 

Enfoque Territorial (PDET) y en las Zonas más 
afectadas por el Conflicto Armado (Zomac), en 
condiciones de calidad, continuidad, seguridad y 
sostenibilidad.

10.	 Divulgación. El Ministerio de Vivienda, 
Ciudad y Territorio, garantizarán la difusión 
de amplio alcance (garantizando así la 
información y comunicación al sector rural 
y rural disperso) de manera clara de los 
procedimientos, criterios de priorización, 
requisitos de los diferentes programas de 
la política pública de vivienda rural y fases 
participativas. Comunicación que tendrá 
un enfoque territorial para que la población 
objeto de la presente ley puedan conocer y 
acceder a estos beneficios. Para ello se puede 
acudir a campañas por medio de avisos 
radiales, plegables, pauta en medios de 
comunicación locales, redes sociales, entre 
otros.

11.	 Igualdad. Se promoverá la igualdad 
material en el acceso a los beneficios de la 
vivienda y procurará la implementación de 
medidas de protección contra las prácticas 
discriminatorias y la definición de criterios 
objetivos de focalización del gasto público 
en las familias con mayores necesidades.

12.	 Transparencia. Se responderá de manera 
integral al principio de transparencia, 
incluidas las contrataciones que se celebren, 
independientemente del régimen jurídico de 
que se trate. De igual forma, se garantizará la 
transparencia en el uso de los recursos y en 
el ejercicio de las competencias.

Artículo 8º. Inclúyase un nuevo artículo en la 
Ley 2079 de 2021, el cual quedará así:

Artículo 20A. Plan Nacional de Construcción 
y Mejoramiento de Vivienda de Interés Social 
Rural (PNVISR). El Gobierno nacional tendrá 
la obligación de actualizar el Plan Nacional 
de Construcción y Mejoramiento de Vivienda 
de Interés Social Rural (PNVISR), donde este 
constituya la hoja de ruta y de planeación para la 
implementación de la Política Pública de Vivienda 
de Interés Social Rural (PPVISR) en Colombia, 
con programas, estrategias y acciones que 
permitan promover la vivienda digna en el sector 
rural, disminuir el déficit habitacional cualitativo y 
cuantitativo en el campo, y contribuir al desarrollo 
humano, social y sostenible del campesinado. 
Estará a cargo del Ministerio de Vivienda, Ciudad 
y Territorio.

En la actualización e implementación del 
PNVISR se considerarán criterios como:

1.	 Aplicación de soluciones de vivienda 
adecuadas, en consideración de las 
particularidades del medio rural y las 
comunidades, con enfoque diferencial, de 
género y territorial.
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2.	 Promoción y aplicación de soluciones 
tecnológicas apropiadas (soluciones 
individuales) para garantizar acceso a agua 
potable y manejo de aguas residuales.

3.	 El otorgamiento de subsidios para la 
construcción y el mejoramiento de vivienda, 
que prioricen a la población en pobreza 
extrema, las víctimas del conflicto armado, 
las mujeres cabeza de familia, las personas 
con discapacidad, el campesinado, los 
grupos étnicos y la población en proceso de 
reincorporación a la vida civil.

4.	 Participación de las comunidades en la 
definición de las soluciones de vivienda y en 
la ejecución de los proyectos.

Asimismo, el PNVISR contemplará estrategias 
como:

1.	 Soluciones de vivienda rural subsidiadas 
adecuadas al entorno rural, regional y 
cultural.

2.	 Enfoque diferencial para el acceso a subsidios 
de Vivienda de Interés Social Rural-VISR.

3.	 Otorgamiento y ejecución de subsidios para 
construcción y Mejoramiento VISR.

4.	 Otorgamiento y ejecución de créditos para 
construcción y Mejoramiento de VISR.

5.	 Generación de capacidades comunitarias y 
participación activa de los beneficiarios en la 
estructuración y ejecución de proyectos.

6.	 Asistencia técnica para el mantenimiento y 
sostenibilidad de las soluciones de vivienda 
social rural subsidiadas.

El PNVISR se actualizará cada vez sea 
aprobado un nuevo Plan Nacional de Desarrollo y 
se articulará con él.

Parágrafo 1º. El Ministerio de Vivienda, 
Ciudad y Territorio entregará informe bianual de la 
implementación del Plan Nacional de Construcción 
de Vivienda de Interés Social Rural (PNVISR) a la 
Comisión Séptima de Cámara de Representantes y 
Senado de la República.

De igual manera el Gobierno nacional, a través 
del Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio 
deberá diseñar e implementar un sistema de 
información, seguimiento y evaluación de la 
política pública de vivienda de interés social rural.

Parágrafo 2º. Seguimiento y evaluación a la 
vivienda rural. El Gobierno nacional, a través del 
Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio deberá 
diseñar e implementar un sistema de información, 
seguimiento y evaluación de la política pública de 
vivienda de interés social rural.

Artículo 9º. Inclúyase un nuevo artículo en la 
Ley 2079 de 2021, el cual quedará así:

Artículo 21A. Servicios públicos en zonas 
de difícil acceso. Cuando la dispersión o las 
condiciones de terreno impidan conectar la 

vivienda rural a sistemas o redes de alcantarillado, 
acueductos y energía eléctrica, se contemplarán 
alternativas como la construcción de baterías 
sanitarias con pozos sépticos, acueductos 
veredales y disposición de biodigestores en 
materia de acueducto y saneamiento básico, así 
como la instalación de paneles solares u otros 
sistemas de energía fotovoltaica para proveer 
energía a los hogares rurales. Para ello se atenderá 
la regulación en materia de competencias del nivel 
territorial y nacional.

El Ministerio de Tecnologías de la Información 
y Comunicaciones continuará con su competencia 
para garantizar la accesibilidad, uso y apropiación 
de conectividad y telecomunicaciones en viviendas 
ubicadas en zonas rurales de difícil acceso, en 
condiciones de equidad e inclusión social.

Artículo 10. Inclúyase un nuevo artículo en la 
Ley 2079 de 2021, el cual quedará así:

Artículo 21B. Adjudicación u otorgamiento 
de uso de baldíos para vivienda rural en reservas 
forestales protectoras-productoras y de reserva 
forestal de la Ley 2ª de 1959 sin sustracción. 
Para facilitar la implementación de programas 
de vivienda rural y la formalización de viviendas 
rurales ubicadas en baldíos de reservas forestales 
protectoras –productoras y en las zonas tipo C, B 
y A de la zonificación y ordenamiento de las áreas 
de reserva forestal de Ley 2ª de 1959, la Agencia 
Nacional de Tierras podrá adjudicar, titular u otorgar 
el uso de los baldíos que se encuentren en su interior, 
para vivienda rural, a campesinos, víctimas del 
conflicto armado y grupos étnicos, sin que para 
ello sea necesaria la sustracción de dichas áreas,  
con ajuste a los principios que rigen sus actuaciones. 
El Gobierno nacional reglamentará la materia.

Parágrafo. La adjudicación, titulación u 
otorgamiento a que refiere el presente artículo, 
procederá para familias con una posesión mínimo 
de cinco (5) años del predio en que se encuentra 
ubicada la vivienda.

Artículo 11. Modifíquese el artículo 22 de la 
Ley 2079 de 2021, el cual quedará así:

Artículo 22. Financiación de la vivienda 
rural. La vivienda de interés social rural tendrá 
como principal fuente de financiación los recursos 
asignados en el Presupuesto General de la 
Nación (PGN), sin perjuicio de otras fuentes de 
financiación que se implementen para el efecto.

Dadas las restricciones presupuestales y las 
necesidades de vivienda rural, además del PGN 
la Vivienda Rural de Interés Social (VISR) podrá 
ser financiada con otras fuentes como: Recursos 
de entes territoriales, Sistema General de 
Regalías (SGR), obras por impuestos, organismos 
multilaterales y sector privado.

Artículo 12. Inclúyase un nuevo artículo en la 
Ley 2079 de 2021, el cual quedará así:
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Artículo 23A. Prioridades en el mejoramiento 
de vivienda rural. En relación a la modalidad de 
Mejoramiento de Vivienda y Saneamiento Básico 
Rural se deberán implementar acciones integrales 
en el siguiente orden de prioridad:

a.) 	 Vivienda Saludable Rural- asociada a las 
obras que permitan que la vivienda rural 
tenga las debidas condiciones sanitarias,

b.)	  c.) Vivienda rural y módulo habitacional 
que complementa mediante un módulo de 
habitabilidad (estructura independiente) la 
solución de vivienda rural.

c.) 	 b.) Vivienda y Seguridad Estructural - la cual 
hace referencia a aquellas obras prioritarias 
de seguridad estructural.

Artículo 13. Modifíquese el artículo 56 de la 
Ley 2079 de 2021, el cual quedará así:

Artículo 56. Beneficios diferenciales en 
materia de vivienda a favor de las mujeres víctima 
de violencia intrafamiliar y mujeres víctimas del 
conflicto armado. El Gobierno nacional, con el 
propósito de procurar la autonomía económica, 
la seguridad y el bienestar material y emocional 
de esta población, promoverá, en el marco de 
su política pública habitacional, beneficios 
diferenciales a favor de las mujeres víctimas de 
violencia intrafamiliar y mujeres víctimas del 
conflicto armado en materia de vivienda, en suelo 
urbano o rural.

El Gobierno nacional reglamentará esta 
disposición.

Artículo 14. Modifíquese el artículo 23 de la 
Ley 2079 de 2021, el cual quedará así:

Artículo 23. Tipologías de vivienda rural 
y proyectos tipo. Una tipología de vivienda 
rural corresponde a la propuesta técnica y 
financiera sobre la idea general del proyecto 
previo a la ejecución del Subsidio Familiar de 
Vivienda de Interés Social Rural, en aplicación 
del enfoque diferencial que reconozca las 
condiciones socioeconómicas y culturales de 
los pueblos indígenas, de las comunidades 
negras, afrocolombianas, raizales, palenqueras, 
campesinas y de grupos poblacionales específicos, 
especialmente de la población víctima del conflicto 
armado.

Las tipologías a implementar deberán 
adecuarse al entorno rural, regional y cultural 
a través del proceso de validación en la etapa 
de preconstrucción a cargo de Fonvivienda o la 
entidad que haga sus veces.

Los proyectos de vivienda de interés social 
rural nueva, de mejoramiento de vivienda y de 
construcción en sitio propio, que se financien total 
o parcialmente con recursos del Sistema General 
de Regalías u otras fuentes, podrán formularse 
a partir de diseños o intervenciones tipo que 
de manera general recojan las condiciones 
socioculturales y las necesidades básicas de cada 
hogar identificado como potencial beneficiario, y 

abarcará incluso las condiciones especiales fijadas 
para la construcción de vivienda diferencial, 
incluyendo la vivienda de interés cultural, así 
como la utilización de materiales y sistemas 
alternativos tradicionales de construcción.

En todo caso, para los diseños o intervenciones 
tipo, deberá demostrarse el cumplimiento de 
requisitos de viabilidad técnica y financiera, se 
convocarán espacios dialógicos en los que se 
permita la participación activa de las comunidades 
beneficiarias, y se dará aplicación a los criterios 
estandarizados en la estrategia nacional de 
coordinación para la reducción del riesgo de desastres, 
mitigación y adaptación al cambio climático.

El Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio 
reglamentará las condiciones básicas que establece 
el presente artículo.

Artículo 15. Modifíquese el artículo 6º de la 
Ley 3ª de 1991 la cual quedará así:

Artículo 6º. Establézcase el Subsidio Familiar 
de Vivienda como un aporte estatal en dinero o en 
especie, que podrá aplicarse en lotes con servicios 
para programas de desarrollo de autoconstrucción, 
y en especie para materiales, entre otros, otorgado 
por una sola vez al beneficiario con el objeto de 
facilitar el acceso a una solución de vivienda de 
interés social o interés prioritario de las señaladas 
en el artículo 5º de la presente ley, sin cargo de 
restitución, siempre que el beneficiario cumpla 
con las condiciones que establece esta ley.

La cuantía del subsidio será determinada por 
el Gobierno nacional de acuerdo con los recursos 
disponibles, el valor final de la solución de 
vivienda y las condiciones socioeconómicas de 
los beneficiarios, en cuya postulación se dará un 
tratamiento preferente a las mujeres cabeza de 
familia de los estratos más pobres de la población, 
a las trabajadoras del sector informal y a las 
madres comunitarias.

Los recursos de los subsidios familiares de 
vivienda, una vez adjudicados y transferidos a los 
beneficiarios o a las personas que estos indiquen, 
independientemente del mecanismo financiero de 
recepción, pertenecen a estos, y se sujetarán a las 
normas propias que regulan la actividad de los 
particulares.

Parágrafo 1º. Los beneficiarios del subsidio 
familiar de vivienda en cualquiera de sus 
modalidades, cuyas viviendas hayan sido o 
fueren afectadas por desastres naturales o 
accidentales, por la declaratoria de calamidad 
pública o estado de emergencia, o por atentados 
terroristas, debidamente justificados y tramitados 
ante las autoridades competentes, tendrán 
derecho a postularse nuevamente, para acceder 
al subsidio familiar de vivienda, de acuerdo con 
las condiciones que para el efecto establezca el 
Gobierno nacional.

Parágrafo 2º. Los usuarios de los créditos de 
vivienda de interés social o interés prioritario, 
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que sean cabeza de hogar, que hayan perdido su 
vivienda de habitación como consecuencia de 
una dación en pago o por efectos de un remate 
judicial, podrán postularse por una sola vez, 
para el reconocimiento del Subsidio Familiar de 
Vivienda de que trata el parágrafo anterior, previa 
acreditación de calamidad doméstica o pérdida de 
empleo y trámite ante las autoridades competentes.

Parágrafo 3º. Quienes hayan accedido al 
subsidio familiar de vivienda contemplado en 
el parágrafo 1 o del presente artículo, podrán 
postularse para acceder al otorgamiento de un 
subsidio adicional, con destino al mejoramiento 
de la vivienda urbana o rural, equivalente al valor 
máximo establecido para cada modalidad, de 
conformidad con la reglamentación que expida 
el Gobierno nacional dentro de los tres (3) meses 
siguientes a la promulgación de la presente ley.

Parágrafo 4º. Los hogares podrán acceder al 
subsidio familiar de vivienda de interés social 
otorgado por distintas entidades participes del 
Sistema Nacional de Vivienda de Interés Social y 
aplicarlos concurrentemente para la obtención de 
una solución de vivienda de interés social cuando 
la naturaleza de los mismos así lo permita.

Parágrafo 5º. Los beneficiarios del Subsidio 
Familiar de Vivienda en la modalidad de arren-
damiento, tendrán derecho a postularse nuevamente 
para el acceso al Subsidio Familiar de Vivienda, 
en las modalidades de adquisición, construcción o 
mejoramiento, de acuerdo con el reglamento que 
para el efecto establezca el Gobierno nacional.

Parágrafo 6º. En los casos en los que se aplique 
el Subsidio Familiar de Vivienda otorgado por 
el Gobierno nacional, las entidades territoriales 
y las Cajas de Compensación Familiar, en las 
modalidades de mejoramiento de vivienda, 
vivienda progresiva o construcción en sitio propio, 
el Gobierno nacional por iniciativa del Ministerio 
de Vivienda, Ciudad y Territorio, establecerá 
las condiciones especiales para autorizar la 
ejecución de las intervenciones y la verificación 
del cumplimiento de las normas técnicas de 
construcción que le apliquen a la intervención que 
se desarrolle, sin que sea necesaria la expedición 
de la respectiva licencia de construcción o acto de 
reconocimiento. Las autorizaciones deben estar 
conformes a lo previsto en el Plan de Ordenamiento 
Territorial del municipio correspondiente.

Artículo 16. Modifíquese el artículo 7º de la 
Ley 3ª de 1991, el cual quedará así:

Artículo 7º. Podrán ser beneficiarios del Subsidio 
Familiar de Vivienda los hogares de quienes se 
postulen para recibir el subsidio, por carecer de 
recursos suficientes para obtener una vivienda, 
mejorarla, habilitar legalmente los títulos de la misma 
u obtener los materiales para la construcción de una 
solución de vivienda; el reglamento establecerá las 
formas de comprobar tales circunstancias. A las 
postulaciones aceptables se les definirá un orden 
secuencial para recibir la asignación del subsidio 

de acuerdo con las calificaciones de los aportes del 
beneficiario a la solución de vivienda, tales como 
ahorro previo, cuota inicial, materiales, trabajo, 
vinculación a una organización popular de vivienda. 
El acto de postularse implica la aceptación por parte 
del beneficiario de las condiciones bajo las cuales se 
otorga el subsidio.

Parágrafo. Para el caso del Subsidio Familiar 
de Vivienda en especie de materiales, se legalizará 
sin cargo de restitución con la entrega efectiva 
de los mismos al beneficiario por parte de los 
operadores y/o asistente técnico que se contraten 
para tal efecto, para lo cual Ministerio de Vivienda, 
Ciudad y Territorio reglamentará la materia.

Artículo 17. Vigencia. La presente ley rige a 
partir de la fecha de su publicación, y deroga las 
disposiciones que le sean contrarias.

Cordialmente,

TEXTO DEFINITIVO APROBADO  
EN PRIMER DEBATE DEL PROYECTO  

DE LEY NÚMERO 306 DE 2022 CÁMARA
por medio de la cual se modifica la ley 2079 de 
2021 y se dictan otras disposiciones en materia de 

vivienda rural.
(Aprobado en la Sesión presencial del 7 de junio 

de 2023, Comisión VII Constitucional Permanente 
de la honorable Cámara de Representantes, Acta 
número 39)

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. Objeto. La presente ley tiene por 
objeto modificar y adicionar a la Ley 2079 de 2021 y 
dictar disposiciones en materia de vivienda en zonas 
rurales del país.

Artículo 2°. Adiciónense el numeral 11 al artículo 
5° de la Ley 2079 de 2021, el cual quedará así:

11.	 Enfoque territorial. Las políticas y 
programas de vivienda y hábitat en Colombia 
tendrán enfoque territorial. El enfoque 
territorial requiere de un análisis urbano-
rural, como de acciones e inversiones en 
materia de vivienda y hábitat para reducir 
la pobreza rural, mejorar condiciones de 
vida en el campo y promover el desarrollo 
rural; dada la persistencia de desigualdades 
territoriales, que dejan a los territorios rurales 
y campesinos, marginados y en precarias 
condiciones. En tal sentido, son prioritarios 
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los programas y proyectos de construcción y 
mejoramiento de vivienda rural-campesina, 
y de hábitat rural.

Artículo 3°. Inclúyase los siguientes parágrafos 
al artículo 123 de la Ley 1448 de 2011, los cuales 
quedarán así:

PARÁGRAFO 3°. Las víctimas que residan en 
los territorios donde existan Programas de Desarrollo 
con Enfoque Territorial (PDET) y en las zonas 
más afectadas por el conflicto armado (Zomac), 
serán priorizadas en los programas y beneficios de 
vivienda.

PARÁGRAFO 4°. el Gobierno nacional 
otorgará beneficios a dicha población para la compra 
de vivienda nueva o usada, construcción en lote 
propio o mejoramiento de vivienda, en área rural 
o urbana, a través del Fondo Nacional de Vivienda 
(Fonvivienda), Findeter, las Cajas de Compensación 
Familiar, el Fondo Nacional del Ahorro, el Banco 
Agrario de Colombia, Cooperativas de ahorro y 
crédito, u otras entidades financieras.

El Gobierno establecerá los lineamientos para 
que los beneficios consistan en la reducción en la tasa 
de interés del crédito de vivienda, el otorgamiento 
de subsidio familiar para mejoramiento de vivienda 
o construcción de vivienda en lote propio, el 
otorgamiento de subsidio para compra de vivienda 
nueva o usada, la flexibilización de los requisitos de 
solicitud de créditos para adquisición, construcción 
o mejoramiento de vivienda, entre otros.

Artículo 4°. Modifíquese el artículo 16 de la Ley 
2079 de 2021, el cual quedará así:

ARTÍCULO 16. CONTRATACIÓN DE 
ENCARGOS DE GESTIÓN. Fonvivienda podrá 
contratar directamente encargos de gestión con las 
Cajas de Compensación Familiar, Cooperativas 
de vivienda, organizaciones populares de vivienda 
o Juntas de vivienda comunitaria, a través de los 
cuales se ejecuten los procesos de divulgación, 
comunicación, información, recepción de 
solicitudes, verificación y revisión de la información, 
digitación, ingreso al Registro Único de Postulantes 
del Gobierno nacional, prevalidación y, en general, 
el desarrollo de las actividades de asignación que 
impliquen la operación del subsidio familiar de 
vivienda a cargo de Fonvivienda.

Artículo 5°. Inclúyase un nuevo artículo en la 
Ley 2079 de 2021, el cual quedará así:

ARTÍCULO 18A. POLÍTICA DE APOYO 
A LAS ORGANIZACIONES SOCIALES DE 
VIVIENDA. En el diseño e implementación 
de políticas, programas y proyectos de 
vivienda y hábitat, el gobierno nacional y los 
entes territoriales priorizarán y facilitarán 
la participación de organizaciones sociales y 
populares de vivienda (OPV), cooperativas de 
vivienda, cajas de compensación familiar, Juntas de 
acción comunal y juntas de vivienda comunitaria. 
Dichas entidades tendrán un papel activo en el 
fomento, ejecución, gestión, asistencia técnica, 
seguimiento y promoción de soluciones de vivienda 

de interés social, incluyendo los programas de 
mejoramiento y de autoconstrucción de vivienda.

En la ejecución del Plan Nacional de Fomento a 
la Economía Solidaria y Cooperativa Rural (Planfes) 
se deberán incluir estrategias para fortalecer las 
organizaciones populares de vivienda (OPV), 
cooperativas de vivienda, cooperativas de ahorro y 
crédito, cajas de compensación familiar, Juntas de 
acción comunal y juntas de vivienda comunitaria en 
el sector rural.

Artículo 6°. Modifíquese el artículo 19 de la Ley 
2079 de 2021, el cual quedará así:

ARTÍCULO 19. POBLACIÓN OBJETIVO. Es 
la población que habita en suelo rural definido en los 
POT, PBOT y EOT y se encuentra en condiciones de 
alta pobreza multidimensional y déficit habitacional, 
la cual será atendida de manera diferencial de 
acuerdo con el género, etnia, edad, condición de 
discapacidad y prácticas socioculturales.

Adicionalmente se tendrá en cuenta, ajustado 
a las realidades socioeconómicas de la región 
cómo criterio de priorización, la población que se 
encuentre en situación de pobreza y vulnerabilidad, 
la población campesina, la población residente en 
territorios con Programas de Desarrollo con Enfoque 
Territorial (PDET) y en las Zonas más afectadas por 
el Conflicto Armado (Zomac), la población víctima 
del conflicto armado y aquella que se encuentre en 
procesos de reincorporación a la vida civil. Para tal 
efecto, el Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio 
recurrirá a la información proveniente de las bases de 
datos utilizadas para la focalización como SISBEN, 
UARIV, UNIDOS, ARN y a otras particulares de las 
comunidades étnicas u organizaciones campesinas, 
entre otras.

Artículo 7°. Modifíquense los numerales 7 y 8 
del artículo 20 de la Ley 2079 de 2021 y añádanse 
nuevos numerales, los cuales quedarán así:

7.	 Priorización de beneficiarios. Se 
identificarán territorios y hogares que 
presenten las mayores carencias habitacionales 
y altos índices de pobreza multidimensional, 
priorizando personas reconocidas como 
víctimas del conflicto armado, mujeres 
cabeza de familia, personas  con discapacidad 
y sus cuidadores, adultos mayores, población 
campesina y étnica, población en proceso 
de reincorporación y restitución de tierras 
para ser beneficiarios de subsidios para  
vivienda de interés social rural, créditos para 
construcción y mejoramiento de vivienda 
rural, subsidios para adquisición de predios 
rurales y asistencia técnica a soluciones de 
vivienda rural. En tal sentido se priorizarán 
hogares rurales ubicados en territorios donde 
se desarrollen programas de desarrollo 
territorial como PDET, PNIS, entre otros de 
interés nacional, y en las Zonas más Afectadas 
por el Conflicto Armado (Zomac).

8.	 Acceso a Servicios públicos. Se propenderá 
por brindar soluciones tecnológicas apropia-
das para garantizar el acceso al agua, el 
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manejo de aguas residuales y demás servicios 
públicos domiciliarios en las viviendas 
rurales, siguiendo los lineamientos técnicos e 
institucionales establecidos y en coordinación 
con otros programas y proyectos del 
Gobierno nacional articulados con los Planes 
Nacionales de Suministro de Agua Potable y 
Saneamiento Básico Rural, electrificación y 
conectividad rural entre otros. En las zonas 
rurales del país se fomentarán las soluciones 
alternativas o convencionales de agua para 
el consumo humano, saneamiento básico, de 
energía y telecomunicaciones, individuales o 
colectivas.

El Gobierno nacional y los entes territoriales 
priorizarán en el año siguiente a la promulgación 
de esta ley, la financiación y ejecución de obras 
para garantizar la prestación de servicios públicos 
domiciliarios básicos en las zonas rurales de los 
municipios con Programas de Desarrollo con 
Enfoque Territorial (PDET) y en las Zonas más 
Afectadas por el Conflicto Armado (Zomac), en 
condiciones de calidad, continuidad, seguridad y 
sostenibilidad.

10.	 Divulgación. El Ministerio de Vivienda, 
Ciudad y territorio, garantizarán la difusión 
de amplio alcance (garantizando así la 
información y comunicación al sector rural 
y rural disperso) de manera clara de los 
procedimientos, criterios de priorización, 
requisitos de los diferentes programas de 
la política pública de vivienda rural y fases 
participativas. Comunicación que tendrá un 
enfoque territorial para que la población objeto 
de la presente ley puedan conocer y acceder 
a estos beneficios. Para ello se puede acudir 
a campañas por medio de avisos radiales, 
plegables, pauta en medios de comunicación 
locales, redes sociales, entre otros.

11.	 Igualdad. Se promoverá la igualdad 
material en el acceso a los beneficios de la 
vivienda y procurará la implementación de 
medidas de protección contra las prácticas 
discriminatorias y la definición de criterios 
objetivos de focalización del gasto público 
en las familias con mayores necesidades.

12.	 Transparencia. Se responderá de manera 
integral al principio de transparencia, 
incluidas las contrataciones que se celebren, 
independientemente del régimen jurídico de 
que se trate. De igual forma, se garantizará la 
transparencia en el uso de los recursos y en 
el ejercicio de las competencias.

Artículo 8°. Inclúyase un nuevo artículo en la 
Ley 2079 de 2021, el cual quedará así:

ARTÍCULO 20A. PLAN NACIONAL DE 
CONSTRUCCIÓN Y MEJORAMIENTO DE 
VIVIENDA DE INTERÉS SOCIAL RURAL 
(PNVISR). Actualícese el Plan Nacional de 
Construcción y Mejoramiento de Vivienda de Interés 
Social Rural (PNVISR), donde este constituya la 
hoja de ruta y de planeación para la implementación 

de la Política Pública de Vivienda de Interés Social 
Rural (PPVISR) en Colombia, con programas, 
estrategias y acciones que permitan promover la 
vivienda digna en el sector rural, disminuir el déficit 
habitacional cualitativo y cuantitativo en el campo, y 
contribuir al desarrollo humano, social y sostenible 
del campesinado. Estará a cargo del Ministerio de 
Vivienda, Ciudad y Territorio. 

En la elaboración, actualización e implementación 
del PNVISR se considerarán criterios como:

1.	 Aplicación de soluciones de vivienda 
adecuadas, en consideración de las 
particularidades del medio rural y las 
comunidades, con enfoque diferencial, de 
género y territorial.

2.	 Promoción y aplicación de soluciones 
tecnológicas apropiadas (soluciones 
individuales) para garantizar acceso a agua 
potable y manejo de aguas residuales.

3.	 El otorgamiento de subsidios para la 
construcción y el mejoramiento de vivienda, 
que prioricen a la población en pobreza 
extrema, las víctimas del conflicto armado, 
las mujeres cabeza de familia, las personas 
con discapacidad, el campesinado, los 
grupos étnicos y la población en proceso de 
reincorporación a la vida civil.

4.	 Participación de las comunidades en la 
definición de las soluciones de vivienda y en 
la ejecución de los proyectos. 

Asimismo, el PNVISR contemplará estrategias 
como: 

2.	 Soluciones de vivienda rural subsidiadas 
adecuadas al entorno rural, regional y 
cultural. 

3.	 Enfoque diferencial para el acceso a subsidios 
de Vivienda de Interés Social Rural (VISR).

4.	 Otorgamiento y ejecución de subsidios para 
construcción y Mejoramiento VISR. 

5.	 Otorgamiento y ejecución de créditos para 
construcción y Mejoramiento de VISR. 

6.	 Generación de capacidades comunitarias y 
participación activa de los beneficiarios en la 
estructuración y ejecución de proyectos.

7.	 Asistencia técnica para el mantenimiento y 
sostenibilidad de las soluciones de vivienda 
social rural subsidiadas.

El PNVISR se actualizará cada vez sea aprobado 
un nuevo Plan Nacional de Desarrollo y se articulará 
con él.

Parágrafo 1°. El Ministerio de Vivienda, 
Ciudad y Territorio entregará informe bianual de la 
implementación del Plan Nacional de Construcción 
de Vivienda de Interés Social Rural (PNVISR) a la 
Comisión Séptima de Cámara de Representantes y 
Senado de la República.

De igual manera el gobierno nacional, a través del 
Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio deberá 
diseñar e implementar un sistema de información, 
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seguimiento y evaluación de la política pública de 
vivienda de interés social rural.

PARÁGRAFO 2°. SEGUIMIENTO Y 
EVALUACIÓN A LA VIVIENDA RURAL. 
El Gobierno nacional, a través del Ministerio de 
Vivienda, Ciudad y Territorio deberá diseñar e 
implementar un sistema de información, seguimiento 
y evaluación de la política pública de vivienda de 
interés social rural.

Artículo 9°.  Inclúyase un nuevo artículo en la 
Ley 2079 de 2021, el cual quedará así:

ARTÍCULO 21A. SERVICIOS PÚBLICOS 
EN ZONAS DE DIFÍCIL ACCESO. Cuando la 
dispersión o las condiciones de terreno impidan 
conectar la vivienda rural a sistemas o redes de 
alcantarillado, acueductos y energía eléctrica, se 
contemplarán alternativas como la construcción de 
baterías sanitarias con pozos sépticos, acueductos 
veredales y disposición de biodigestores en materia 
de acueducto y saneamiento básico, así como la 
instalación de paneles solares u otros sistemas de 
energía fotovoltaica para proveer energía a los hogares 
rurales. Para ello se atenderá la regulación en materia 
de competencias del nivel territorial y nacional. 

El Ministerio de Tecnologías de la Información 
y Comunicaciones continuará con su competencia 
para garantizar la accesibilidad, uso y apropiación 
de conectividad y telecomunicaciones en viviendas 
ubicadas en zonas rurales de difícil acceso, en 
condiciones de equidad e inclusión social.

Artículo 10. Inclúyase un nuevo artículo en la 
Ley 2079 de 2021, el cual quedará así:

ARTÍCULO 21B. ADJUDICACIÓN U 
OTORGAMIENTO DE USO DE BALDÍOS 
PARA VIVIENDA RURAL EN RESERVAS 
FORESTALES PROTECTORAS-PRODUC-
TORAS Y DE RESERVA FORESTAL DE 
LA LEY 2ª DE 1959 SIN SUSTRACCIÓN. 
Para facilitar la implementación de programas 
de vivienda rural y la formalización de viviendas 
rurales ubicadas en baldíos de reservas forestales 
protectoras –productoras y en las zonas tipo C, B 
y A de la zonificación y ordenamiento de las áreas 
de reserva forestal de la Ley 2ª de 1959, la Agencia 
Nacional de Tierras podrá adjudicar u otorgar el 
uso de los baldíos que se encuentren en su interior, 
para vivienda rural, a campesinos, víctimas del 
conflicto armado y grupos étnicos, sin que para ello 
sea necesaria la sustracción de dichas áreas, con 
ajuste a los principios que rigen sus actuaciones. El 
Gobierno nacional reglamentará la materia.

Artículo 11. Modifíquese el artículo 22 de la Ley 
2079 de 2021, el cual quedará así:

ARTÍCULO 22. FINANCIACIÓN DE LA 
VIVIENDA RURAL. La vivienda de interés social 
rural tendrá como principal fuente de financiación 
los recursos asignados en el Presupuesto General de 
la Nación (PGN), sin perjuicio de otras fuentes de 
financiación que se implementen para el efecto.

Dadas las restricciones presupuestales y las 
necesidades de vivienda rural, además del PGN la 

vivienda rural de interés social (VISR) podrá ser 
financiada con otras fuentes como: Recursos de entes 
territoriales, Sistema General de Regalías (SGR), 
obras por impuestos, organismos multilaterales y 
sector privado.

Artículo 12. Inclúyase un nuevo artículo en la 
Ley 2079 de 2021, el cual quedará así:

ARTÍCULO 23A. PRIORIDADES EN EL 
MEJORAMIENTO DE VIVIENDA RURAL. 
En relación a la modalidad de Mejoramiento de 
Vivienda y Saneamiento Básico Rural se deberán 
implementar acciones integrales en el siguiente orden 
de prioridad: a) Vivienda Saludable Rural - asociada 
a las obras que permitan que la vivienda rural tenga 
las debidas condiciones sanitarias, b) Vivienda y 
Seguridad Estructural - la cual hace referencia a 
aquellas obras prioritarias de seguridad estructural, 
y c) Vivienda rural y módulo habitacional que 
complementa mediante un módulo de habitabilidad 
(estructura independiente) la solución de vivienda 
rural.

Artículo 13. Modifíquese el artículo 56 de la Ley 
2079 de 2021, el cual quedará así:

ARTÍCULO 56. BENEFICIOS DIFE-
RENCIALES EN MATERIA DE VIVIENDA 
A FAVOR DE LAS MUJERES VÍCTIMAS DE 
VIOLENCIA INTRAFAMILIAR Y MUJERES 
VÍCTIMAS DEL CONFLICTO ARMADO. El 
Gobierno nacional, con el propósito de procurar la 
autonomía económica, la seguridad y el bienestar 
material y emocional de esta población, promoverá, 
en el marco de su política pública habitacional, 
beneficios diferenciales a favor de las mujeres 
víctimas de violencia intrafamiliar y mujeres 
víctimas del conflicto armado en materia de 
vivienda, en suelo urbano o rural.

El Gobierno nacional reglamentará esta 
disposición.

Artículo 14. Modifíquese el artículo 56 de la Ley 
2079 de 2021, el cual quedará así:

ARTÍCULO 56. BENEFICIOS DIFE-
RENCIALES EN MATERIA DE VIVIENDA 
A FAVOR DE LAS MUJERES VÍCTIMA DE 
VIOLENCIA INTRAFAMILIAR Y MUJERES 
VÍCTIMAS DEL CONFLICTO ARMADO. El 
Gobierno nacional, con el propósito de procurar la 
autonomía económica, la seguridad y el bienestar 
material y emocional de esta población, promoverá, 
en el marco de su política pública habitacional, 
beneficios diferenciales a favor de las mujeres 
víctimas de violencia intrafamiliar y mujeres 
víctimas del conflicto armado en materia de 
vivienda, en suelo urbano o rural.

El Gobierno nacional reglamentará esta 
disposición.

Artículo 15. Modifíquese el artículo 23 de la Ley 
2079 de 2021, el cual quedará así:

ARTÍCULO 23. TIPOLOGÍAS DE 
VIVIENDA RURAL Y PROYECTOS TIPO. 
Una tipología de vivienda rural corresponde a la 
propuesta técnica y financiera sobre la idea general 
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del proyecto previo a la ejecución del Subsidio 
Familiar de Vivienda de Interés Social Rural, en 
aplicación del enfoque diferencial que reconozca 
las condiciones socioeconómicas y culturales de 
los pueblos indígenas, de las comunidades negras, 
afrocolombianas, raizales, palenqueras, campesinas 
y de grupos poblacionales específicos, especialmente 
de la población víctima del conflicto armado.

Las tipologías a implementar deberán adecuarse 
al entorno rural, regional y cultural a través del 
proceso de validación en la etapa de preconstrucción 
a cargo de Fonvivienda o la entidad que haga sus 
veces.

Los proyectos de vivienda de interés social 
rural nueva, de mejoramiento de vivienda y de 
construcción en sitio propio, que se financien total 
o parcialmente con recursos del Sistema General de 
Regalías u otras fuentes, podrán formularse a partir 
de diseños o intervenciones tipo que de manera 
general recojan las condiciones socio culturales y 
las necesidades básicas de cada hogar identificado 
como potencial beneficiario, y abarcará incluso las 
condiciones especiales fijadas para la construcción 
de vivienda diferencial, incluyendo la vivienda de 
interés cultural, así como la utilización de materiales 
y sistemas alternativos tradicionales de construcción.

En todo caso, para los diseños o intervenciones 
tipo, deberá demostrarse el cumplimiento de requisitos 
de viabilidad técnica y financiera, se convocarán 
espacios dialógicos en los que se permita la 
participación activa de las comunidades beneficiarias, 
y se dará aplicación a los criterios estandarizados 
en la estrategia nacional de coordinación para la 
reducción del riesgo de desastres, mitigación y  
adaptación al cambio climático.

El Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio 
reglamentará las condiciones básicas que establece 
el presente artículo.

Artículo 16. Modifíquese el artículo 6° de la Ley 
3ª de 1991 la cual quedará así:

Artículo 6°. Establézcase el Subsidio Familiar 
de Vivienda como un aporte estatal en dinero o en 
especie, que podrá aplicarse en lotes con servicios 
para programas de desarrollo de autoconstrucción, y 
en especie para materiales, entre otros, otorgado por 
una sola vez al beneficiario con el objeto de facilitar 
el acceso a una solución de vivienda de interés social 
o interés prioritario de las señaladas en el artículo 5° 
de la presente ley, sin cargo de restitución, siempre 
que el beneficiario cumpla con las condiciones que 
establece esta ley.

La cuantía del subsidio será determinada por 
el Gobierno nacional de acuerdo con los recursos 
disponibles, el valor final de la solución de vivienda y 
las condiciones socioeconómicas de los beneficiarios, 
en cuya postulación se dará un tratamiento preferente 
a las mujeres cabeza de familia de los estratos más 
pobres de la población, a las trabajadoras del sector 
informal y a las madres comunitarias.

Los recursos de los subsidios familiares de 
vivienda, una vez adjudicados y transferidos a los 

beneficiarios o a las personas que estos indiquen, 
independientemente del mecanismo financiero de 
recepción, pertenecen a estos, y se sujetarán a las 
normas propias que regulan la actividad de los 
particulares.

PARÁGRAFO 1°. Los beneficiarios del 
subsidio familiar de vivienda en cualquiera de sus 
modalidades, cuyas viviendas hayan sido o fueren 
afectadas por desastres naturales o accidentales, por 
la declaratoria de calamidad pública o estado de 
emergencia, o por atentados terroristas, debidamente 
justificados y tramitados ante las autoridades 
competentes, tendrán derecho a postularse 
nuevamente, para acceder al subsidio familiar de 
vivienda, de acuerdo con las condiciones que para el 
efecto establezca el Gobierno nacional.

PARÁGRAFO 2°. Los usuarios de los créditos 
de vivienda de interés social o interés prioritario, que 
sean cabeza de hogar, que hayan perdido su vivienda 
de habitación como consecuencia de una dación en 
pago o por efectos de un remate judicial, podrán 
postularse por una sola vez, para el reconocimiento 
del Subsidio Familiar de Vivienda de que trata el 
parágrafo anterior, previa acreditación de calamidad 
doméstica o pérdida de empleo y trámite ante las 
autoridades competentes.

PARÁGRAFO 3°. Quienes hayan accedido al 
subsidio familiar de vivienda contemplado en el 
parágrafo 1° del presente artículo, podrán postularse 
para acceder al otorgamiento de un subsidio 
adicional, con destino al mejoramiento de la 
vivienda urbana o rural, equivalente al valor máximo 
establecido para cada modalidad, de conformidad 
con la reglamentación que expida el Gobierno 
nacional dentro de los tres (3) meses siguientes a la 
promulgación de la presente ley.

PARÁGRAFO 4°. Los hogares podrán acceder 
al subsidio familiar de vivienda de interés social 
otorgado por distintas entidades partícipes del 
Sistema Nacional de Vivienda de Interés Social y 
aplicarlos concurrentemente para la obtención de 
una solución de vivienda de interés social cuando la 
naturaleza de los mismos así lo permita.

PARÁGRAFO 5°. Los beneficiarios del 
Subsidio Familiar de Vivienda en la modalidad 
de arrendamiento, tendrán derecho a postularse 
nuevamente para el acceso al Subsidio Familiar 
de Vivienda, en las modalidades de adquisición, 
construcción o mejoramiento, de acuerdo con el 
reglamento que para el efecto establezca el Gobierno 
nacional.

PARÁGRAFO 6°. En los casos en los que se 
aplique el subsidio familiar de vivienda otorgado por 
el Gobierno nacional, las entidades territoriales y las 
Cajas de Compensación Familiar, en las modalidades 
de mejoramiento de vivienda, vivienda progresiva o 
construcción en sitio propio, el Gobierno nacional 
por iniciativa del Ministerio de Vivienda, Ciudad 
y Territorio, establecerá las condiciones especiales 
para autorizar la ejecución de las intervenciones y la 
verificación del cumplimiento de las normas técnicas 
de construcción que le apliquen a la intervención 
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que se desarrolle, sin que sea necesaria la expedición 
de la respectiva licencia de construcción o acto de 
reconocimiento. Las autorizaciones deben estar 
conforme a lo previsto en el plan de ordenamiento 
territorial del municipio correspondiente.

Artículo 17. Modifíquese el artículo 7° de la Ley 
3ª de 1991, el cual quedará así:

Artículo 7º.- Podrán ser beneficiarios del Subsidio 
Familiar de Vivienda los hogares de quienes se postulen 
para recibir el subsidio, por carecer de recursos 
suficientes para obtener una vivienda, mejorarla, 
habilitar legalmente los títulos de la misma u obtener 
los materiales para la construcción de una solución 
de vivienda; el reglamento establecerá las formas de 
comprobar tales circunstancias. A las postulaciones 
aceptables se les definirá un orden secuencial para 
recibir la asignación del subsidio de acuerdo con 
las calificaciones de los aportes del beneficiario a 
la solución de vivienda, tales como ahorro previo, 
cuota inicial, materiales, trabajo, vinculación a una 
organización popular de vivienda. El acto de postularse 
implica la aceptación por parte del beneficiario de las 
condiciones bajo las cuales se otorga el subsidio.

PARÁGRAFO. Para el caso del Subsidio 
Familiar de Vivienda en especie de materiales, se 

legalizará sin cargo de restitución con la entrega 
efectiva de los mismos al beneficiario por parte de 
los operadores y/o asistente técnico que se contraten 
para tal efecto, para lo cual  Ministerio de Vivienda, 
Ciudad y Territorio reglamentará la materia.

Artículo 18. Vigencia. La presente ley rige a 
partir de la fecha de su publicación, y deroga las 
disposiciones que le sean contrarias.

T E X T O S  D E  P L E N A R I A
TEXTO DEFINITIVO DE PLENARIA 
CÁMARA, AL PROYECTO DE ACTO 
LEGISLATIVO NÚMERO 260 DE 
2022 CÁMARA, 02 DE 2022 SENADO, 
ACUMULADO CON LOS PROYECTOS DE 
ACTO LEGISLATIVO NÚMERO 03 Y 11 DE 

2022 SENADO
por medio de la cual se modifica el artículo 138 
de la Constitución Política de Colombia de 1991 

(Segunda Vuelta).
El Congreso de la República de Colombia

DECRETA:
Artículo 1 º. Modifíquese el artículo 138 de la 

Constitución Política, el cual quedará así:
Artículo 138. El Congreso, por derecho 

propio se reunirá en sesiones ordinarias, durante 
dos periodos por año, que constituirán una 
sola legislatura. El primer periodo de sesiones 
comenzará el 20 de julio y terminará el 16 de 
diciembre; el segundo periodo iniciará el 16 de 
febrero y concluirá el 20 de junio.

Entre el 16 de febrero y el 15 de marzo no 
podrán tramitarse proyectos de leyes estatutarias 
ni reformas a la Constitución.

En el periodo de sesiones en el que se lleven a 
cabo las elecciones al Congreso de la República, 
este periodo iniciará el 16 de marzo y concluirá 
el 20 de junio.

Si por cualquier causa el Congreso no pudiese 
reunirse en las fechas indicadas, lo hará tan 
pronto como fuese posible, dentro de los periodos 
respectivos.

También se reunirá el Congreso en sesiones 
extraordinarias, por convocatoria del Gobierno y 
durante el tiempo que este señale. En el curso de 
ellos sólo podrá ocuparse de los asuntos que el 
Gobierno someta a su consideración, sin perjuicio 
de la función de control político que le es propia, 
la cual podrá ejercer en todo tiempo.

Artículo 2º. Vigencia. El acto legislativo entra 
en vigencia a partir de su promulgación y derogo 
todas las disposiciones que le sean contrarias.
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Bogotá, D. C., junio 22 de 2023
En sesión plenaria ordinaria del 14 de junio 

de 2023, fue aprobado en Segundo Debate, sin 
modificaciones, el texto definitivo del Proyecto 
de Acto Legislativo número 260 de 2022 
Cámara, 02 de 2022 Senado, acumulado con 
los Proyectos de Acto Legislativo número 03 
y 11 de 2022 Senado, por medio de la cual se 
modifica el artículo 138 de la Constitución Política 
de Colombia de 1991 (Segunda Vuelta), con las 
mayorías exigidas en la Constitución y la ley. Esto 
con el fin, que el citado proyecto siga su curso legal 
y reglamentario, de conformidad con lo establecido 
en el artículo 182 de la Ley 5ª de 1992. 

Lo anterior, según consta en Acta de Sesión 
Plenaria Ordinaria número 066 de junio 14 
de 2023, previo su anuncio en sesión plenaria 
ordinaria del 13 de junio de 2023, correspondiente 
al Acta número 065.

* * * 

TEXTO DEFINITIVO DE PLENARIA 
CÁMARA, AL PROYECTO DE LEY 
ORGÁNICA NÚMERO 416 DE 2023 

CÁMARA, 330 DE 2023 SENADO 
por la cual se modifica el artículo 16 de la Ley 
2200 de 2022, estableciendo las reglas para 
determinar el número de diputados de las 

Asambleas Departamentales.
El Congreso de Colombia,

DECRETA:
Artículo 1º. Objeto. La presente ley tiene por 

objeto modificar el artículo 16 de la Ley 2200 del 
2022, a fin de establecer las reglas para determinar 
el número de diputados de las Asambleas 
Departamentales.

Artículo 2º. Modifíquese el artículo 16 de la 
Ley 2200 del 2022, el cual quedará así:

Artículo 16. Asambleas departamentales. 
En cada departamento habrá una Corporación 
político-administrativa de elección popular que 
se denominará Asamblea Departamental, la cual 
gozará de autonomía administrativa, presupuesto 
propio y podrá ejercer control político sobre la 
administración departamental. Estará integrada 
por no menos de once (11) miembros ni más de 
treinta y uno (31), que se denominarán Diputados 

y tendrán la calidad de servidores públicos, 
sujetos al régimen que, para estos efectos, fija la 
Constitución y la ley.

Para determinar el número de diputados que 
componen las Asambleas Departamentales, 
dentro de los límites señalados por el artículo 
299 de la Constitución Política, se aplicarán 
las reglas siguientes: los departamentos que no 
lleguen actualmente a 300.000 habitantes, tendrán 
Asambleas de 11 diputados y aquellos que pasen 
de dicha población, elegirán uno más por cada 
150.000 habitantes adicionales o fracción no 
inferior a los 75.000 hasta completar el máximo 
de 31.

Parágrafo. Cada vez que un nuevo censo 
fuere aprobado por ley de la República, las bases 
anteriores se aumentarán en la misma proporción 
del incremento de población que de él resultare.

Parágrafo Transitorio. Hasta que se adopte 
un nuevo censo mediante ley aprobada por el 
Congreso de la República, el número de diputados 
de las Asambleas Departamentales será igual al 
determinado por el Gobierno nacional para las 
elecciones territoriales que tuvieron lugar en 
2019.

Artículo 3º. Vigencia. La presente ley rige a 
partir de la fecha de su promulgación.

Bogotá, D. C., junio 23 de 2023
En sesión plenaria extraordinaria (Decreto 

número 0999 de junio 20 de 2023) del 22 de junio 
de 2023, fue aprobado en segundo debate, sin 
modificaciones, el texto definitivo del Proyecto 
de ley Orgánica número 416 de 2023 Cámara, 
330 de 2023 Senado, por la cual se modifica el 
artículo 16 de la Ley 2200 de 2022, estableciendo 
las reglas para determinar el número de diputados 
de las asambleas departamentales, con las 
mayorías exigidas en la Constitución y la ley. Esto 
con el fin, que el citado proyecto siga su curso legal 
y reglamentario, de conformidad con lo establecido 
en el artículo 182 de la Ley 5ª de 1992.

Lo anterior, según consta en Acta de Sesión 
Plenaria Extraordinaria número 072 de junio 
23 de 2023, previo su anuncio en Sesión 
Plenaria Extraordinaria del 22 de junio de 2023, 
correspondiente al Acta número 071.
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TEXTO DEFINITIVO DE PLENARIA CÁMARA, AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 342 DE 
2023 CÁMARA, 278 DE 2023 SENADO

por la cual se adiciona y efectúan unas modificaciones al Presupuesto General de la Nación de la vigencia 
fiscal de 2023.

El Congreso de Colombia,
DECRETA:

Artículo 1º. Presupuesto de rentas y recursos de capital. Efectúense las siguientes modificaciones al 
Presupuesto de Rentas y Recursos de Capital del Presupuesto General de la Nación de la vigencia fiscal de 2023, 
que lo adicionan en la suma de Dieciséis billones novecientos veintinueve mil cuatrocientos cinco millones 
quinientos setenta y nueve mil ochocientos cincuenta y cinco pesos moneda legal ($16.929.405.579.855), 
según el siguiente detalle:

ADICIÓN NETA AL PRESUPUESTO GENERAL DE LA NACIÓN 2023
CONCEPTO TOTAL

I - INGRESOS DEL PRESUPUESTO NACIONAL 15.394.701.320.855
1. INGRESOS CORRIENTES DE LA NACIÓN 21.450.456.000.000 
2. RECURSOS DE CAPITAL DE LA NACIÓN -7.376.111.679.145
5. CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA NACIÓN 30.000.000.000
6. FONDOS ESPECIALES DE LA NACIÓN 1.290.357.000.000

II - INGRESOS DE LOS ESTABLECIMIENTOS PÚBLICOS 1.534.704.259.000
0324 SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS PÚBLICOS DOMICILIARIOS

31011. INGRESOS CORRIENTES 114.300.000.000
0403 INSTITUTO GEOGRÁFICO AGUSTÍN CODAZZI (IGAC)

31011. INGRESOS CORRIENTES -6.076.000.000
0503 ESCUELA SUPERIOR DE ADMINISTRACIÓN PÚBLICA (ESAP)

31012. RECURSOS DE CAPITAL 32.000.000.000
1204 SUPERINTENDENCIA DE NOTARIADO Y REGISTRO

31011. INGRESOS CORRIENTES 50.000.000.000
32. FONDOS ESPECIALES ESTABLECIMIENTOS PÚBLICOS 150.711.000.000

1309 SUPERINTENDENCIA DE LA ECONOMÍA SOLIDARIA
31012. RECURSOS DE CAPITAL 807.000.000
1313 SUPERINTENDENCIA FINANCIERA DE COLOMBIA

31011. INGRESOS CORRIENTES 11.812.000.000
1503 CAJA DE RETIRO DE LAS FUERZAS MILITARES

31011. INGRESOS CORRIENTES 10.000.000.000
1511 CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA NACIONAL

31011. INGRESOS CORRIENTES 80.000.000.000
1910 SUPERINTENDENCIA NACIONAL DE SALUD

31011. INGRESOS CORRIENTES 6.914.000.000
1914 FONDO PASIVO SOCIAL DE FERROCARRILES NACIONALES DE COLOMBIA

31011. INGRESOS CORRIENTES 12.486.000.000
31012. RECURSOS DE CAPITAL 7.923.000.000
2109 UNIDAD DE PLANEACIÓN MINERO ENERGÉTICA (UPME)

31011. INGRESOS CORRIENTES 750.000.000
2111 AGENCIA NACIONAL DE HIDROCARBUROS (ANH)

31011. INGRESOS CORRIENTES 2.184.000.000
2306 FONDO ÚNICO DE TECNOLOGÍAS DE LA INFORMACIÓN Y LAS COMU-

NICACIONES
31012. RECURSOS DE CAPITAL 70.000.000.000
2412 UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE LA AERONÁUTICA CIVIL

31012. RECURSOS DE CAPITAL 143.920.000.000
2416 AGENCIA NACIONAL DE SEGURIDAD VIAL

31011. INGRESOS CORRIENTES 2.458.000.000
3204 FONDO NACIONAL AMBIENTAL

31011. INGRESOS CORRIENTES 3.465.000.000
3502 SUPERINTENDENCIA DE SOCIEDADES

31011. INGRESOS CORRIENTES 4.763.842.000
3503 SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y COMERCIO

31011. INGRESOS CORRIENTES 4.434.417.000
3504 UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL JUNTA CENTRAL CONTADORES

31011. INGRESOS CORRIENTES 170.000.000
3602 SERVICIO NACIONAL DE APRENDIZAJE (SENA)

31011. INGRESOS CORRIENTES 29.694.000.000
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ADICIÓN NETA AL PRESUPUESTO GENERAL DE LA NACIÓN 2023
CONCEPTO TOTAL

31012. RECURSOS DE CAPITAL 259.098.000.000
32. FONDOS ESPECIALES ESTABLECIMIENTOS PÚBLICOS 83.250.000.000

3301. CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LOS ESTABLECIMIENTOS PÚBLI-
COS

35.640.000.000

4106 INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR (ICBF)
31012. RECURSOS DE CAPITAL 50.000.000.000
3301. CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LOS ESTABLECIMIENTOS PÚBLI-

COS
374.000.000.000

III – TOTAL ADICIÓN NETA INGRESOS 16.929.405.579.855
Artículo 2º. Adiciones al presupuesto de gastos o ley de apropiaciones. Efectúense las 

siguientes adiciones al Presupuesto General de la Nación de la vigencia fiscal de 2023, en la suma 
de Diecisiete billones novecientos diecisiete mil ochocientos ochenta y cuatro millones trescientos 
noventa y seis mil ciento cinco pesos moneda legal ($17.917.884.396.105), según el siguiente  
detalle:

ADICIONES AL PRESUPUESTO GENERAL DE LA NACIÓN 2023

CTA PROG SUBC SUBP CONCEPTO APORTE 
NACIONAL

RECURSOS 
PROPIOS TOTAL

SECCIÓN:  0101

CONGRESO DE LA REPÚBLICA  
ADICIONES DE FUNCIONAMIENTO 10.000.000.000 10.000.000.000
ADICIONES DE INVERSIÓN 82.000.000.000 82.000.000.000

0199 FORTALECIMIENTO DE LA GESTIÓN Y DIRECCIÓN DEL SEC-
TOR CONGRESO DE LA REPÚBLICA 82.000.000.000 82.000.000.000

1000 INTERSUBSECTORIAL GOBIERNO 82.000.000.000 82.000.000.000
TOTAL ADICIONES SECCIÓN 92.000.000.000 92.000.000.000

SECCIÓN:  0201

PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA
ADICIONES DE FUNCIONAMIENTO 109.500.000.000 109.500.000.000
ADICIONES DE INVERSIÓN 26.000.000.000 26.000.000.000

0203 CONSOLIDACIÓN DE LA LUCHA CONTRA LA CORRUPCIÓN 
DESDE EL SECTOR PRESIDENCIA 3.000.000.000 3.000.000.000

1000 INTERSUBSECTORIAL GOBIERNO 3.000.000.000 3.000.000.000

0204
IMPULSAR EL DESARROLLO INTEGRAL DE LAS POBLACIO-
NES CON ENFOQUE DIFERENCIAL DESDE EL SECTOR PRESI-
DENCIA

12.000.000.000 12.000.000.000

1000 INTERSUBSECTORIAL GOBIERNO 12.000.000.000 12.000.000.000

0299 FORTALECIMIENTO DE LA GESTIÓN Y DIRECCIÓN DEL SEC-
TOR PRESIDENCIA 11.000.000.000 11.000.000.000

1000 INTERSUBSECTORIAL GOBIERNO 11.000.000.000 11.000.000.000
TOTAL ADICIONES SECCIÓN 135.500.000.000 135.500.000.000

SECCIÓN: 0211

UNIDAD NACIONAL PARA LA GESTIÓN DEL RIESGO DE DESASTRES 
ADICIONES DE FUNCIONAMIENTO 208.155.214.218 208.155.214.218

TOTAL ADICIONES SECCIÓN 208.155.214.218 208.155.214.218
SECCIÓN:  0212

AGENCIA PARA LA REINCORPORACIÓN Y LA NORMALIZACIÓN (ARN)
ADICIONES DE FUNCIONAMIENTO 10.000.000.000 10.000.000.000

TOTAL ADICIONES SECCIÓN 10.000.000.000 10.000.000.000
SECCIÓN:  0213

AGENCIA NACIONAL INMOBILIARIA VIRGILIO BARCO VARGAS
ADICIONES DE INVERSIÓN 5.000.000.000 5.000.000.000

0209
FORTALECIMIENTO DE LA INFRAESTRUCTURA FÍSICA DE 
LAS ENTIDADES DEL ESTADO DEL NIVEL NACIONAL DESDE 
EL SECTOR PRESIDENCIA

5.000.000.000 5.000.000.000

1000 INTERSUBSECTORIAL GOBIERNO 5.000.000.000 5.000.000.000
TOTAL ADICIONES SECCIÓN 5.000.000.000 5.000.000.000

SECCIÓN:  0214

AGENCIA DE RENOVACIÓN DEL TERRITORIO (ART)
ADICIONES DE INVERSIÓN 50.000.000.000 50.000.000.000

0212
RENOVACIÓN TERRITORIAL PARA EL DESARROLLO INTE-
GRAL DE LAS ZONAS RURALES AFECTADAS POR EL CON-
FLICTO ARMADO

50.000.000.000 50.000.000.000

1000 INTERSUBSECTORIAL GOBIERNO 50.000.000.000 50.000.000.000
TOTAL ADICIONES SECCIÓN 50.000.000.000 50.000.000.000
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ADICIONES AL PRESUPUESTO GENERAL DE LA NACIÓN 2023

CTA PROG SUBC SUBP CONCEPTO APORTE 
NACIONAL

RECURSOS 
PROPIOS TOTAL

SECCIÓN:  0324

SUPERINTENDENCIA DE SERVICIOS PÚBLICOS DOMICILIARIOS
ADICIONES DE FUNCIONAMIENTO 114.300.000.000 114.300.000.000

TOTAL ADICIONES SECCIÓN 114.300.000.000 114.300.000.000
SECCIÓN:  0401

DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO NACIONAL DE ESTADÍSTICA (DANE)
ADICIONES DE INVERSIÓN 100.000.000.000 100.000.000.000

0401 LEVANTAMIENTO Y ACTUALIZACIÓN DE INFORMACIÓN ES-
TADÍSTICA DE CALIDAD 37.889.073.860 37.889.073.860

1003 PLANIFICACIÓN Y ESTADÍSTICA 37.889.073.860 37.889.073.860

0499 FORTALECIMIENTO DE LA GESTIÓN Y DIRECCIÓN DEL SEC-
TOR INFORMACIÓN ESTADÍSTICA 62.110.926.140 62.110.926.140

1003 PLANIFICACIÓN Y ESTADÍSTICA 62.110.926.140 62.110.926.140
TOTAL ADICIONES SECCIÓN 100.000.000.000 100.000.000.000

SECCIÓN:  0403

INSTITUTO GEOGRÁFICO AGUSTÍN CODAZZI (IGAC)
ADICIONES DE FUNCIONAMIENTO 6.076.000.000 6.076.000.000
ADICIONES DE INVERSIÓN 300.000.000.000 300.000.000.000

0404 LEVANTAMIENTO, ACTUALIZACIÓN Y ADMINISTRACIÓN DE 
LA INFORMACIÓN CATASTRAL 163.000.000.000 163.000.000.000

1003 PLANIFICACIÓN Y ESTADÍSTICA 163.000.000.000 163.000.000.000

0406 GENERACIÓN DE LA INFORMACIÓN GEOGRÁFICA DEL TE-
RRITORIO NACIONAL 89.000.000.000 89.000.000.000

1003 PLANIFICACIÓN Y ESTADÍSTICA 89.000.000.000 89.000.000.000

0499 FORTALECIMIENTO DE LA GESTIÓN Y DIRECCIÓN DEL SEC-
TOR INFORMACIÓN ESTADÍSTICA 48.000.000.000 48.000.000.000

1003 PLANIFICACIÓN Y ESTADÍSTICA 48.000.000.000 48.000.000.000
TOTAL ADICIONES SECCIÓN 306.076.000.000 306.076.000.000

SECCIÓN:  0503

ESCUELA SUPERIOR DE ADMINISTRACIÓN PÚBLICA (ESAP) 
ADICIONES DE INVERSIÓN 32.000.000.000 32.000.000.000

0599 FORTALECIMIENTO DE LA GESTIÓN Y DIRECCIÓN DEL SEC-
TOR EMPLEO PÚBLICO 32.000.000.000 32.000.000.000

1000 INTERSUBSECTORIAL GOBIERNO 32.000.000.000 32.000.000.000
TOTAL ADICIONES SECCIÓN 32.000.000.000 32.000.000.000

SECCIÓN:  1104

UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL MIGRACIÓN COLOMBIA  
ADICIONES DE INVERSIÓN 10.000.000.000 10.000.000.000

1103 POLÍTICA MIGRATORIA Y SERVICIO AL CIUDADANO 8.630.000.000 8.630.000.000
1002 RELACIONES EXTERIORES 8.630.000.000 8.630.000.000

1199 FORTALECIMIENTO DE LA GESTIÓN Y DIRECCIÓN DEL SEC-
TOR RELACIONES EXTERIORES 1.370.000.000 1.370.000.000

1002 RELACIONES EXTERIORES 1.370.000.000 1.370.000.000
TOTAL ADICIONES SECCIÓN 10.000.000.000 10.000.000.000

SECCIÓN:  1201  

MINISTERIO DE JUSTICIA Y DEL DERECHO  
ADICIONES DE INVERSIÓN 7.300.000.000 7.300.000.000

1202 PROMOCIÓN AL ACCESO A LA JUSTICIA 7.300.000.000 7.300.000.000
0800 INTERSUBSECTORIAL JUSTICIA 7.300.000.000 7.300.000.000

TOTAL ADICIONES SECCIÓN 7.300.000.000 7.300.000.000
SECCIÓN:  1204

SUPERINTENDENCIA DE NOTARIADO Y REGISTRO
ADICIONES DE FUNCIONAMIENTO 186.711.000.000 186.711.000.000
ADICIONES DE INVERSIÓN 14.000.000.000 14.000.000.000

1209 MODERNIZACIÓN DE LA INFORMACIÓN INMOBILIARIA 14.000.000.000 14.000.000.000
0800 INTERSUBSECTORIAL JUSTICIA 14.000.000.000 14.000.000.000

TOTAL ADICIONES SECCIÓN 200.711.000.000 200.711.000.000
SECCIÓN:  1301

MINISTERIO DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO
ADICIONES DE FUNCIONAMIENTO 633.500.000.000 633.500.000.000
ADICIONES DE INVERSIÓN 549.052.999.571 549.052.999.571

1302 GESTIÓN DE RECURSOS PÚBLICOS 549.052.999.571 549.052.999.571
1000 INTERSUBSECTORIAL GOBIERNO 549.052.999.571 549.052.999.571

TOTAL ADICIONES SECCIÓN 1.182.552.999.571 1.182.552.999.571
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ADICIONES AL PRESUPUESTO GENERAL DE LA NACIÓN 2023

CTA PROG SUBC SUBP CONCEPTO APORTE 
NACIONAL

RECURSOS 
PROPIOS TOTAL

SECCIÓN:  1309  

SUPERINTENDENCIA DE LA ECONOMÍA SOLIDARIA  
ADICIONES DE FUNCIONAMIENTO 807.000.000 807.000.000

TOTAL ADICIONES SECCIÓN 807.000.000 807.000.000
SECCIÓN:  1310

UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DIRECCIÓN DE IMPUESTOS Y ADUANAS NACIONALES
ADICIONES DE FUNCIONAMIENTO 100.000.000.000 100.000.000.000

TOTAL ADICIONES SECCIÓN 100.000.000.000 100.000.000.000
SECCIÓN:  1313

SUPERINTENDENCIA FINANCIERA DE COLOMBIA
ADICIONES DE FUNCIONAMIENTO 11.812.000.000 11.812.000.000

TOTAL ADICIONES SECCIÓN 11.812.000.000 11.812.000.000
SECCIÓN:  1501

MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL
ADICIONES DE FUNCIONAMIENTO 612.156.000.000 612.156.000.000
ADICIONES DE INVERSIÓN 94.357.000.000 94.357.000.000

1502 CAPACIDADES DE LAS FUERZAS MILITARES EN SEGURIDAD 
PÚBLICA Y DEFENSA EN EL TERRITORIO NACIONAL 64.730.000.000 64.730.000.000

0100 INTERSUBSECTORIAL DEFENSA Y SEGURIDAD 64.730.000.000 64.730.000.000

1505 GENERACIÓN DE BIENESTAR PARA LA FUERZA PÚBLICA Y 
SUS FAMILIAS 29.627.000.000 29.627.000.000

0100 INTERSUBSECTORIAL DEFENSA Y SEGURIDAD 29.627.000.000 29.627.000.000
TOTAL ADICIONES SECCIÓN 706.513.000.000 706.513.000.000

SECCIÓN:  1503

CAJA DE RETIRO DE LAS FUERZAS MILITARES
ADICIONES DE FUNCIONAMIENTO 10.000.000.000 10.000.000.000

TOTAL ADICIONES SECCIÓN 10.000.000.000 10.000.000.000
SECCIÓN:  1510

CLUB MILITAR DE OFICIALES
ADICIONES DE INVERSIÓN 5.000.000.000 5.000.000.000

1507 GRUPO SOCIAL Y EMPRESARIAL DE LA DEFENSA (GSED) 
COMPETITIVO 5.000.000.000 5.000.000.000

0100 INTERSUBSECTORIAL DEFENSA Y SEGURIDAD 5.000.000.000 5.000.000.000
TOTAL ADICIONES SECCIÓN 5.000.000.000 5.000.000.000

SECCIÓN:  1511

CAJA DE SUELDOS DE RETIRO DE LA POLICÍA NACIONAL
ADICIONES DE FUNCIONAMIENTO 80.000.000.000 80.000.000.000
TOTAL ADICIONES SECCIÓN 80.000.000.000 80.000.000.000

SECCIÓN:  1601

POLICÍA NACIONAL
ADICIONES DE FUNCIONAMIENTO 302.402.000.000 302.402.000.000
ADICIONES DE INVERSIÓN 17.573.000.000 17.573.000.000

1501
CAPACIDADES DE LA POLICÍA NACIONAL EN SEGURIDAD 
PÚBLICA. PREVENCIÓN. CONVIVENCIA Y SEGURIDAD CIU-
DADANA

2.200.000.000 2.200.000.000

0100 INTERSUBSECTORIAL DEFENSA Y SEGURIDAD 2.200.000.000 2.200.000.000

1505 GENERACIÓN DE BIENESTAR PARA LA FUERZA PÚBLICA Y 
SUS FAMILIAS 15.373.000.000 15.373.000.000

0100 INTERSUBSECTORIAL DEFENSA Y SEGURIDAD 15.373.000.000 15.373.000.000
TOTAL ADICIONES SECCIÓN 319.975.000.000 319.975.000.000

SECCIÓN:  1701

MINISTERIO DE AGRICULTURA Y DESARROLLO RURAL
ADICIONES DE FUNCIONAMIENTO 9.032.700.000 9.032.700.000
ADICIONES DE INVERSIÓN 509.152.000.000 509.152.000.000

1702 INCLUSIÓN PRODUCTIVA DE PEQUEÑOS PRODUCTORES RU-
RALES 136.652.000.000 136.652.000.000

1100 INTERSUBSECTORIAL AGROPECUARIO 136.652.000.000 136.652.000.000

1703 SERVICIOS FINANCIEROS Y GESTIÓN DEL RIESGO PARA LAS 
ACTIVIDADES AGROPECUARIAS Y RURALES 370.000.000.000 370.000.000.000

1100 INTERSUBSECTORIAL AGROPECUARIO 370.000.000.000 370.000.000.000

1704 ORDENAMIENTO SOCIAL Y USO PRODUCTIVO DEL TERRITO-
RIO RURAL 2.500.000.000 2.500.000.000

1100 INTERSUBSECTORIAL AGROPECUARIO 2.500.000.000 2.500.000.000
TOTAL ADICIONES SECCIÓN 518.184.700.000 518.184.700.000
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SECCIÓN:  1717  

AGENCIA NACIONAL DE TIERRAS - ANT
ADICIONES DE INVERSIÓN 800.000.000.000 800.000.000.000

1704 ORDENAMIENTO SOCIAL Y USO PRODUCTIVO DEL TERRITO-
RIO RURAL 800.000.000.000 800.000.000.000

1100 INTERSUBSECTORIAL AGROPECUARIO 800.000.000.000 800.000.000.000
TOTAL ADICIONES SECCIÓN 800.000.000.000 800.000.000.000

SECCIÓN:  1718

AGENCIA DE DESARROLLO RURAL - ADR
ADICIONES DE FUNCIONAMIENTO 6.000.000.000 6.000.000.000

TOTAL ADICIONES SECCIÓN 6.000.000.000 6.000.000.000
SECCIÓN:  1901  

MINISTERIO DE SALUD Y PROTECCIÓN SOCIAL  
ADICIONES DE FUNCIONAMIENTO 2.232.072.000.000 2.232.072.000.000

TOTAL ADICIONES SECCIÓN 2.232.072.000.000 2.232.072.000.000
SECCIÓN:  1910

SUPERINTENDENCIA NACIONAL DE SALUD
ADICIONES DE FUNCIONAMIENTO 6.914.000.000 6.914.000.000

TOTAL ADICIONES SECCIÓN 6.914.000.000 6.914.000.000
SECCIÓN:  1914

FONDO PASIVO SOCIAL DE FERROCARRILES NACIONALES DE COLOMBIA 
ADICIONES DE FUNCIONAMIENTO 20.409.000.000 20.409.000.000

TOTAL ADICIONES SECCIÓN 20.409.000.000 20.409.000.000
SECCIÓN:  2101

MINISTERIO DE MINAS Y ENERGÍA
ADICIONES DE FUNCIONAMIENTO 1.247.000.000 1.247.000.000
ADICIONES DE INVERSIÓN 1.475.955.000.000 1.475.955.000.000

2101 ACCESO AL SERVICIO PÚBLICO DOMICILIARIO DE GAS COM-
BUSTIBLE 301.191.000.000 301.191.000.000

1900 INTERSUBSECTORIAL MINAS Y ENERGÍA 301.191.000.000 301.191.000.000

2102 CONSOLIDACIÓN PRODUCTIVA DEL SECTOR DE ENERGÍA 
ELÉCTRICA 1.145.624.000.000 1.145.624.000.000

1900 INTERSUBSECTORIAL MINAS Y ENERGÍA 1.145.624.000.000 1.145.624.000.000
2104 CONSOLIDACIÓN PRODUCTIVA DEL SECTOR MINERO 17.000.000.000 17.000.000.000

1900 INTERSUBSECTORIAL MINAS Y ENERGÍA 17.000.000.000 17.000.000.000

2105 DESARROLLO AMBIENTAL SOSTENIBLE DEL SECTOR MINE-
RO ENERGÉTICO 9.500.000.000 9.500.000.000

1900 INTERSUBSECTORIAL MINAS Y ENERGÍA 9.500.000.000 9.500.000.000

2106 GESTIÓN DE LA INFORMACIÓN EN EL SECTOR MINERO 
ENERGÉTICO 2.640.000.000 2.640.000.000

1900 INTERSUBSECTORIAL MINAS Y ENERGÍA 2.640.000.000 2.640.000.000
TOTAL ADICIONES SECCIÓN 1.477.202.000.000 1.477.202.000.000

SECCIÓN:  2109

UNIDAD DE PLANEACIÓN MINERO ENERGÉTICA (UPME)
ADICIONES DE INVERSIÓN 750.000.000 750.000.000

2106 GESTIÓN DE LA INFORMACIÓN EN EL SECTOR MINERO 
ENERGÉTICO 750.000.000 750.000.000

1900 INTERSUBSECTORIAL MINAS Y ENERGÍA 750.000.000 750.000.000
TOTAL ADICIONES SECCIÓN 750.000.000 750.000.000

SECCIÓN:  2111

  AGENCIA NACIONAL DE HIDROCARBUROS - ANH
ADICIONES DE FUNCIONAMIENTO 2.184.000.000 2.184.000.000

TOTAL ADICIONES SECCIÓN 2.184.000.000 2.184.000.000
SECCIÓN:  2112

AGENCIA NACIONAL DE MINERÍA - ANM
ADICIONES DE FUNCIONAMIENTO 150.000.000 150.000.000
ADICIONES DE INVERSIÓN 3.295.000.000 3.295.000.000

2106 GESTIÓN DE LA INFORMACIÓN EN EL SECTOR MINERO 
ENERGÉTICO 3.295.000.000 3.295.000.000

1900 INTERSUBSECTORIAL MINAS Y ENERGÍA 3.295.000.000 3.295.000.000
TOTAL ADICIONES SECCIÓN 3.445.000.000 3.445.000.000
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ADICIONES DE FUNCIONAMIENTO 1.146.000.000.000 1.146.000.000.000 
ADICIONES DE INVERSIÓN 800.000.000.000 800.000.000.000

2202 CALIDAD Y FOMENTO DE LA EDUCACIÓN SUPERIOR 800.000.000.000 800.000.000.000
0700 INTERSUBSECTORIAL EDUCACIÓN 800.000.000.000 800.000.000.000

TOTAL ADICIONES SECCIÓN 1.946.000.000.000 1.946.000.000.000
SECCIÓN:  2246

UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE ALIMENTACIÓN ESCOLAR
ADICIONES DE INVERSIÓN 250.000.000.000 250.000.000.000

2201 CALIDAD, COBERTURA Y FORTALECIMIENTO DE LA EDUCA-
CIÓN INICIAL, PRESCOLAR, BÁSICA Y MEDIA 250.000.000.000 250.000.000.000

0700 INTERSUBSECTORIAL EDUCACIÓN 250.000.000.000 250.000.000.000
TOTAL ADICIONES SECCIÓN 250.000.000.000 250.000.000.000

SECCIÓN:  2306

FONDO ÚNICO DE TECNOLOGÍAS DE LA INFORMACIÓN Y LAS COMUNICACIONES
ADICIONES DE FUNCIONAMIENTO 71.000.000.000 71.000.000.000
ADICIONES DE INVERSIÓN 312.237.223.316 312.237.223.316

2301
FACILITAR EL ACCESO Y USO DE LAS TECNOLOGÍAS DE LA 
INFORMACIÓN Y LAS COMUNICACIONES (TIC) EN TODO EL 
TERRITORIO NACIONAL

293.754.405.837 293.754.405.837

0400 INTERSUBSECTORIAL COMUNICACIONES 293.754.405.837 293.754.405.837

2302

FOMENTO DEL DESARROLLO DE APLICACIONES, SOFTWARE 
Y CONTENIDOS PARA IMPULSAR LA APROPIACIÓN DE LAS 
TECNOLOGÍAS DE LA INFORMACIÓN Y LAS COMUNICACIO-
NES

18.482.817.479 18.482.817.479

0400 INTERSUBSECTORIAL COMUNICACIONES 18.482.817.479 18.482.817.479
TOTAL ADICIONES SECCIÓN 383.237.223.316 383.237.223.316

SECCIÓN:  2401

MINISTERIO DE TRANSPORTE
ADICIONES DE FUNCIONAMIENTO 48.000.000.000 48.000.000.000

TOTAL ADICIONES SECCIÓN 48.000.000.000 48.000.000.000
SECCIÓN:  2402

INSTITUTO NACIONAL DE VÍAS
ADICIONES DE INVERSIÓN 486.000.000.000 486.000.000.000

2402 INFRAESTRUCTURA RED VIAL REGIONAL 367.000.000.000 367.000.000.000
0600 INTERSUBSECTORIAL TRANSPORTE 367.000.000.000 367.000.000.000

2406 INFRAESTRUCTURA DE TRANSPORTE FLUVIAL 119.000.000.000 119.000.000.000
0600 INTERSUBSECTORIAL TRANSPORTE 119.000.000.000 119.000.000.000

TOTAL ADICIONES SECCIÓN 486.000.000.000 486.000.000.000
SECCIÓN:  2412

UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE LA AERONÁUTICA CIVIL
ADICIONES DE INVERSIÓN 143.920.000.000 143.920.000.000

2403 INFRAESTRUCTURA Y SERVICIOS DE TRANSPORTE AÉREO 143.920.000.000 143.920.000.000
0600 INTERSUBSECTORIAL TRANSPORTE 143.920.000.000 143.920.000.000

TOTAL ADICIONES SECCIÓN 143.920.000.000 143.920.000.000
SECCIÓN:  2413

AGENCIA NACIONAL DE INFRAESTRUCTURA
ADICIONES DE SERVICIO DE LA DEUDA PÚBLICA 500.000.000.000 500.000.000.000
ADICIONES DE INVERSIÓN 266.000.000.000 266.000.000.000

2404 INFRAESTRUCTURA DE TRANSPORTE FÉRREO 220.000.000.000 220.000.000.000
0600 INTERSUBSECTORIAL TRANSPORTE 220.000.000.000 220.000.000.000

2499 FORTALECIMIENTO DE LA GESTIÓN Y DIRECCIÓN DEL SEC-
TOR TRANSPORTE 46.000.000.000 46.000.000.000

0600 INTERSUBSECTORIAL TRANSPORTE 46.000.000.000 46.000.000.000
TOTAL ADICIONES SECCIÓN 766.000.000.000 766.000.000.000

SECCIÓN:  2416  

AGENCIA NACIONAL DE SEGURIDAD VIAL  
ADICIONES DE FUNCIONAMIENTO 2.458.000.000 2.458.000.000

TOTAL ADICIONES SECCIÓN 2.458.000.000 2.458.000.000
SECCIÓN:  2502

DEFENSORÍA DEL PUEBLO
ADICIONES DE FUNCIONAMIENTO 127.228.000.000 127.228.000.000
ADICIONES DE INVERSIÓN 8.000.000.000 8.000.000.000

2502 PROMOCIÓN. PROTECCIÓN Y DEFENSA DE LOS DERECHOS 
HUMANOS Y EL DERECHO INTERNACIONAL HUMANITARIO 8.000.000.000 8.000.000.000

1000 INTERSUBSECTORIAL GOBIERNO 8.000.000.000 8.000.000.000
TOTAL ADICIONES SECCIÓN 135.228.000.000 135.228.000.000
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SECCIÓN:  2601

CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA
ADICIONES DE FUNCIONAMIENTO 41.000.000.000 41.000.000.000
ADICIONES DE INVERSIÓN 40.000.000.000 40.000.000.000

2599 FORTALECIMIENTO DE LA GESTIÓN Y DIRECCIÓN DEL SEC-
TOR ORGANISMOS DE CONTROL 40.000.000.000 40.000.000.000

1000 INTERSUBSECTORIAL GOBIERNO 40.000.000.000 40.000.000.000
TOTAL ADICIONES SECCIÓN 81.000.000.000 81.000.000.000

SECCIÓN:  2602

FONDO DE BIENESTAR SOCIAL DE LA CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA
ADICIONES DE FUNCIONAMIENTO 10.000.000.000 10.000.000.000

TOTAL ADICIONES SECCIÓN 10.000.000.000 10.000.000.000
SECCIÓN:  2701

RAMA JUDICIAL
ADICIONES DE FUNCIONAMIENTO 540.000.000.000 540.000.000.000

TOTAL ADICIONES SECCIÓN 540.000.000.000 540.000.000.000
SECCIÓN:  3201

MINISTERIO DE AMBIENTE Y DESARROLLO SOSTENIBLE
ADICIONES DE FUNCIONAMIENTO 26.465.000.000 26.465.000.000
ADICIONES DE INVERSIÓN 30.000.000.000 30.000.000.000

3201 FORTALECIMIENTO DEL DESEMPEÑO AMBIENTAL DE LOS 
SECTORES PRODUCTIVOS 14.479.184.601 14.479.184.601

0900 INTERSUBSECTORIAL AMBIENTE 14.479.184.601 14.479.184.601

3299 FORTALECIMIENTO DE LA GESTIÓN Y DIRECCIÓN DEL SEC-
TOR AMBIENTE Y DESARROLLO SOSTENIBLE 15.520.815.399 15.520.815.399

0900 INTERSUBSECTORIAL AMBIENTE 15.520.815.399 15.520.815.399
TOTAL ADICIONES SECCIÓN 56.465.000.000 56.465.000.000

SECCIÓN:  3202

INSTITUTO DE HIDROLOGÍA, METEOROLOGÍA Y ESTUDIOS AMBIENTALES - IDEAM
ADICIONES DE INVERSIÓN 35.000.000.000 35.000.000.000

3204 GESTIÓN DE LA INFORMACIÓN Y EL CONOCIMIENTO AM-
BIENTAL 35.000.000.000 35.000.000.000

0900 INTERSUBSECTORIAL AMBIENTE 35.000.000.000 35.000.000.000

TOTAL ADICIONES SECCIÓN 35.000.000.000 35.000.000.000
SECCIÓN:  3204

FONDO NACIONAL AMBIENTAL
ADICIONES DE FUNCIONAMIENTO 3.465.000.000 3.465.000.000
ADICIONES DE INVERSIÓN 508.535.000.000 508.535.000.000

3201 FORTALECIMIENTO DEL DESEMPEÑO AMBIENTAL DE LOS 
SECTORES PRODUCTIVOS 508.535.000.000 508.535.000.000

0900 INTERSUBSECTORIAL AMBIENTE 508.535.000.000 508.535.000.000
TOTAL ADICIONES SECCIÓN 508.535.000.000 3.465.000.000 512.000.000.000

SECCIÓN:  3301

MINISTERIO DE CULTURA
ADICIONES DE FUNCIONAMIENTO 30.000.000.000 30.000.000.000
ADICIONES DE INVERSIÓN 70.000.000.000 70.000.000.000

3301 PROMOCIÓN Y ACCESO EFECTIVO A PROCESOS CULTURA-
LES Y ARTÍSTICOS 70.000.000.000 70.000.000.000

1603 ARTE Y CULTURA 70.000.000.000 70.000.000.000
TOTAL ADICIONES SECCIÓN 100.000.000.000 100.000.000.000

SECCIÓN:  3501

MINISTERIO DE COMERCIO, INDUSTRIA Y TURISMO
ADICIONES DE FUNCIONAMIENTO 23.000.000.000 23.000.000.000
ADICIONES DE INVERSIÓN 137.250.000.000 137.250.000.000

3502 PRODUCTIVIDAD Y COMPETITIVIDAD DE LAS EMPRESAS 
COLOMBIANAS 137.250.000.000 137.250.000.000

0200 INTERSUBSECTORIAL INDUSTRIA Y COMERCIO 137.250.000.000 137.250.000.000
TOTAL ADICIONES SECCIÓN 160.250.000.000 160.250.000.000

SECCIÓN:  3502

SUPERINTENDENCIA DE SOCIEDADES
ADICIONES DE FUNCIONAMIENTO 4.763.842.000 4.763.842.000

TOTAL ADICIONES SECCIÓN 4.763.842.000 4.763.842.000
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SECCIÓN:  3503

  SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y COMERCIO
ADICIONES DE FUNCIONAMIENTO 4.434.417.000 4.434.417.000

TOTAL ADICIONES SECCIÓN 4.434.417.000 4.434.417.000
SECCIÓN:  3504  

UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL JUNTA CENTRAL CONTADORES  
ADICIONES DE FUNCIONAMIENTO 170.000.000 170.000.000

TOTAL ADICIONES SECCIÓN 170.000.000 170.000.000
SECCIÓN:  3601

MINISTERIO DEL TRABAJO
ADICIONES DE FUNCIONAMIENTO 514.048.000.000 514.048.000.000

TOTAL ADICIONES SECCIÓN 514.048.000.000 514.048.000.000
SECCIÓN:  3602  

SERVICIO NACIONAL DE APRENDIZAJE (SENA)  
ADICIONES DE FUNCIONAMIENTO 3.651.000.000 3.651.000.000
ADICIONES DE INVERSIÓN 6.270.000.000 404.031.000.000 410.301.000.000

3602 GENERACIÓN Y FORMALIZACIÓN DEL EMPLEO 34.913.000.000 34.913.000.000
1300 INTERSUBSECTORIAL TRABAJO Y BIENESTAR SOCIAL 34.913.000.000 34.913.000.000

3603 FORMACIÓN PARA EL TRABAJO 6.270.000.000 293.489.000.000 299.759.000.000
1300 INTERSUBSECTORIAL TRABAJO Y BIENESTAR SOCIAL 6.270.000.000 293.489.000.000 299.759.000.000

3605 FOMENTO DE LA INVESTIGACIÓN, DESARROLLO TECNOLÓ-
GICO E INNOVACIÓN DEL SECTOR TRABAJO 6.398.000.000 6.398.000.000

1300 INTERSUBSECTORIAL TRABAJO Y BIENESTAR SOCIAL 6.398.000.000 6.398.000.000

3699 FORTALECIMIENTO DE LA GESTIÓN Y DIRECCIÓN DEL SEC-
TOR TRABAJO 69.231.000.000 69.231.000.000

1300 INTERSUBSECTORIAL TRABAJO Y BIENESTAR SOCIAL 69.231.000.000 69.231.000.000
TOTAL ADICIONES SECCIÓN 6.270.000.000 407.682.000.000 413.952.000.000

SECCIÓN:  3701  

MINISTERIO DEL INTERIOR  
ADICIONES DE FUNCIONAMIENTO 40.000.000.000 40.000.000.000
ADICIONES DE INVERSIÓN 105.000.000.000 105.000.000.000

3701

FORTALECIMIENTO INSTITUCIONAL A LOS PROCESOS ORGA-
NIZATIVOS DE CONCERTACIÓN; GARANTÍA, PREVENCIÓN Y 
RESPETO DE LOS DERECHOS HUMANOS COMO FUNDAMEN-
TOS PARA LA PAZ

77.000.000.000 77.000.000.000

1000 INTERSUBSECTORIAL GOBIERNO 77.000.000.000 77.000.000.000

3702
FORTALECIMIENTO A LA GOBERNABILIDAD TERRITORIAL 
PARA LA SEGURIDAD, CONVIVENCIA CIUDADANA, PAZ Y 
POST-CONFLICTO

25.000.000.000 25.000.000.000

1000 INTERSUBSECTORIAL GOBIERNO 25.000.000.000 25.000.000.000

3799 FORTALECIMIENTO DE LA GESTIÓN Y DIRECCIÓN DEL SEC-
TOR INTERIOR 3.000.000.000 3.000.000.000

1000 INTERSUBSECTORIAL GOBIERNO 3.000.000.000 3.000.000.000
TOTAL ADICIONES SECCIÓN 145.000.000.000 145.000.000.000

SECCIÓN:  3704

CORPORACIÓN NACIONAL PARA LA RECONSTRUCCIÓN DE LA CUENCA DEL RÍO PÁEZ Y ZONAS ALEDAÑAS NASA KI WE
ADICIONES DE INVERSIÓN 5.000.000.000 5.000.000.000

3707
GESTIÓN DEL RIESGO DE DESASTRES NATURALES Y ANTRÓ-
PICOS EN LA ZONA DE INFLUENCIA DEL VOLCÁN NEVADO 
DEL HUILA

5.000.000.000 5.000.000.000

1000 INTERSUBSECTORIAL GOBIERNO 5.000.000.000 5.000.000.000
TOTAL ADICIONES SECCIÓN 5.000.000.000 5.000.000.000

SECCIÓN:  3708

UNIDAD NACIONAL DE PROTECCIÓN - UNP
ADICIONES DE FUNCIONAMIENTO 100.000.000.000 100.000.000.000

TOTAL ADICIONES SECCIÓN 100.000.000.000 100.000.000.000
SECCIÓN:  3709

DIRECCIÓN NACIONAL DE BOMBEROS
ADICIONES DE FUNCIONAMIENTO 470.000.000 470.000.000

TOTAL ADICIONES SECCIÓN 470.000.000 470.000.000
SECCIÓN:  3901

MINISTERIO DE CIENCIA, TECNOLOGÍA E INNOVACIÓN
ADICIONES DE INVERSIÓN 85.000.000.000 85.000.000.000

3901 CONSOLIDACIÓN DE UNA INSTITUCIONALIDAD HABILITAN-
TE PARA LA CIENCIA, LA TECNOLOGÍA E INNOVACIÓN (CTI) 1.500.000.000 1.500.000.000

1000 INTERSUBSECTORIAL GOBIERNO 1.500.000.000 1.500.000.000
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3902 INVESTIGACIÓN CON CALIDAD E IMPACTO 73.000.000.000 73.000.000.000
1000 INTERSUBSECTORIAL GOBIERNO 73.000.000.000 73.000.000.000

3903 DESARROLLO TECNOLÓGICO E INNOVACIÓN PARA CRECI-
MIENTO EMPRESARIAL 10.500.000.000 10.500.000.000

1000 INTERSUBSECTORIAL GOBIERNO 10.500.000.000 10.500.000.000
TOTAL ADICIONES SECCIÓN 85.000.000.000 85.000.000.000

SECCIÓN:  4001

MINISTERIO DE VIVIENDA, CIUDAD Y TERRITORIO
ADICIONES DE FUNCIONAMIENTO 625.000.000 625.000.000
TOTAL ADICIONES SECCIÓN 625.000.000 625.000.000

  SECCIÓN:  4002

FONDO NACIONAL DE VIVIENDA - FONVIVIENDA
ADICIONES DE INVERSIÓN 1.500.000.000.000 1.500.000.000.000

4001 ACCESO A SOLUCIONES DE VIVIENDA 1.500.000.000.000 1.500.000.000.000

1400 INTERSUBSECTORIAL VIVIENDA Y DESARROLLO TERRITO-
RIAL 1.500.000.000.000 1.500.000.000.000

TOTAL ADICIONES SECCIÓN 1.500.000.000.000 1.500.000.000.000
SECCIÓN:  4104

UNIDAD DE ATENCIÓN Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS VÍCTIMAS
ADICIONES DE FUNCIONAMIENTO 160.000.000.000 160.000.000.000
ADICIONES DE INVERSIÓN 40.000.000.000 40.000.000.000

4101 ATENCIÓN. ASISTENCIA  Y REPARACIÓN INTEGRAL A LAS 
VÍCTIMAS 40.000.000.000 40.000.000.000

1500 INTERSUBSECTORIAL DESARROLLO SOCIAL 40.000.000.000 40.000.000.000
TOTAL ADICIONES SECCIÓN 200.000.000.000 200.000.000.000

SECCIÓN:  4106

INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR (ICBF)
ADICIONES DE FUNCIONAMIENTO 21.000.000.000 21.000.000.000
ADICIONES DE INVERSIÓN 100.000.000.000 403.000.000.000 503.000.000.000

4102
DESARROLLO INTEGRAL DE LA PRIMERA INFANCIA A LA 
JUVENTUD, Y FORTALECIMIENTO DE LAS CAPACIDADES DE 
LAS FAMILIAS DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES

100.000.000.000 403.000.000.000 503.000.000.000

1500 INTERSUBSECTORIAL DESARROLLO SOCIAL 100.000.000.000 403.000.000.000 503.000.000.000
TOTAL ADICIONES SECCIÓN 100.000.000.000 424.000.000.000 524.000.000.000

SECCIÓN:  4401

JURISDICCIÓN ESPECIAL PARA LA PAZ
ADICIONES DE FUNCIONAMIENTO 10.000.000.000 10.000.000.000

TOTAL ADICIONES SECCIÓN 10.000.000.000 10.000.000.000
TOTAL ADICIONES 16.063.866.913.789 1.854.017.482.316 17.917.884.396.105

Artículo 3°. Reducciones al presupuesto de gastos o ley de apropiaciones. Efectúense las siguientes 
reducciones al Presupuesto General de la Nación de la vigencia fiscal de 2023, en la suma de Novecientos 
ochenta y ocho mil cuatrocientos setenta y ocho millones ochocientos dieciséis mil doscientos cincuenta 
pesos moneda legal ($988.478.816.250), según el siguiente detalle:

REDUCCIONES AL PRESUPUESTO GENERAL DE LA NACIÓN 2023
REDUCCIONES AL PRESUPUESTO GENERAL DE LA NACIÓN 2023

CTA PROG SUBC SUBP  CONCEPTO  APORTE 
NACIONAL 

 RECURSOS 
PROPIOS TOTAL

SECCIÓN:  0201

PRESIDENCIA DE LA REPÚBLICA
REDUCCIONES DE INVERSIÓN 108.986.379.145 108.986.379.145

0204
IMPULSAR EL DESARROLLO INTEGRAL DE LAS POBLACIO-
NES CON ENFOQUE DIFERENCIAL DESDE EL SECTOR PRESI-
DENCIA

10.000.000.000 10.000.000.000

1000 INTERSUBSECTORIAL GOBIERNO 10.000.000.000 10.000.000.000

0210 MECANISMOS DE TRANSICIÓN HACIA LA PAZ A NIVEL NA-
CIONAL Y TERRITORIAL DESDE EL SECTOR PRESIDENCIA 98.986.379.145 98.986.379.145

1000 INTERSUBSECTORIAL GOBIERNO 98.986.379.145 98.986.379.145
TOTAL REDUCCIONES SECCIÓN 108.986.379.145 108.986.379.145

SECCIÓN:  0211

UNIDAD NACIONAL PARA LA GESTIÓN DEL RIESGO DE DESASTRES
REDUCCIONES DE FUNCIONAMIENTO 8.155.214.218 8.155.214.218

TOTAL REDUCCIONES SECCIÓN 8.155.214.218 8.155.214.218
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REDUCCIONES AL PRESUPUESTO GENERAL DE LA NACIÓN 2023

CTA PROG SUBC SUBP  CONCEPTO  APORTE 
NACIONAL 

 RECURSOS 
PROPIOS TOTAL

SECCIÓN:  0301

DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO NACIONAL DE PLANEACIÓN
REDUCCIONES DE INVERSIÓN 36.052.999.571 36.052.999.571

0301 MEJORAMIENTO DE LA PLANEACIÓN TERRITORIAL, SECTO-
RIAL Y DE INVERSIÓN PÚBLICA 36.052.999.571 36.052.999.571

1000 INTERSUBSECTORIAL GOBIERNO 36.052.999.571 36.052.999.571
TOTAL REDUCCIONES SECCIÓN 36.052.999.571 36.052.999.571

SECCIÓN:  0403

INSTITUTO GEOGRÁFICO AGUSTÍN CODAZZI - IGAC
REDUCCIONES DE FUNCIONAMIENTO 6.076.000.000 6.076.000.000

TOTAL REDUCCIONES SECCIÓN 6.076.000.000 6.076.000.000
SECCIÓN:  1501

MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL
REDUCCIONES DE FUNCIONAMIENTO 42.798.000.000 42.798.000.000

TOTAL REDUCCIONES SECCIÓN 42.798.000.000 42.798.000.000
SECCIÓN:  1601

POLICÍA NACIONAL
REDUCCIONES DE FUNCIONAMIENTO 138.690.000.000 138.690.000.000
TOTAL REDUCCIONES SECCIÓN 138.690.000.000 138.690.000.000

SECCIÓN:  1701

MINISTERIO DE AGRICULTURA Y DESARROLLO RURAL
REDUCCIONES DE INVERSIÓN 8.500.000.000 8.500.000.000

1709 INFRAESTRUCTURA PRODUCTIVA Y COMERCIALIZACIÓN 5.000.000.000 5.000.000.000
1100 INTERSUBSECTORIAL AGROPECUARIO 5.000.000.000 5.000.000.000

1799 FORTALECIMIENTO DE LA GESTIÓN Y DIRECCIÓN DEL SEC-
TOR AGROPECUARIO 3.500.000.000 3.500.000.000

1100 INTERSUBSECTORIAL AGROPECUARIO 3.500.000.000 3.500.000.000
TOTAL REDUCCIONES SECCIÓN 8.500.000.000 8.500.000.000

SECCIÓN:  1718

AGENCIA DE DESARROLLO RURAL - ADR
REDUCCIONES DE INVERSIÓN 6.000.000.000 6.000.000.000

1709 INFRAESTRUCTURA PRODUCTIVA Y COMERCIALIZACIÓN 6.000.000.000 6.000.000.000
1100 INTERSUBSECTORIAL AGROPECUARIO 6.000.000.000 6.000.000.000

TOTAL REDUCCIONES SECCIÓN 6.000.000.000 6.000.000.000
SECCIÓN:  1901

MINISTERIO DE SALUD Y PROTECCIÓN SOCIAL
REDUCCIONES DE INVERSIÓN 231.983.000.000 231.983.000.000

1901 SALUD PÚBLICA Y PRESTACIÓN DE SERVICIOS 231.983.000.000 231.983.000.000
0300 INTERSUBSECTORIAL SALUD 231.983.000.000 231.983.000.000

TOTAL REDUCCIONES SECCIÓN 231.983.000.000 231.983.000.000
SECCIÓN:  2103

SERVICIO GEOLÓGICO COLOMBIANO
REDUCCIONES DE INVERSIÓN 80.000.000.000 80.000.000.000

2199 FORTALECIMIENTO DE LA GESTIÓN Y DIRECCIÓN DEL SEC-
TOR MINAS Y ENERGÍA 80.000.000.000 80.000.000.000

1900 INTERSUBSECTORIAL MINAS Y ENERGÍA 80.000.000.000 80.000.000.000
TOTAL REDUCCIONES SECCIÓN 80.000.000.000 80.000.000.000

SECCIÓN:  2306

FONDO ÚNICO DE TECNOLOGÍAS DE LA INFORMACIÓN Y LAS COMUNICACIONES
REDUCCIONES DE FUNCIONAMIENTO 1.000.000.000 1.000.000.000
REDUCCIONES DE INVERSIÓN 312.237.223.316 312.237.223.316

2301
FACILITAR EL ACCESO Y USO DE LAS TECNOLOGÍAS DE LA 
INFORMACIÓN Y LAS COMUNICACIONES (TIC) EN TODO EL 
TERRITORIO NACIONAL

295.354.405.837 295.354.405.837

0400 INTERSUBSECTORIAL COMUNICACIONES 295.354.405.837 295.354.405.837

2399 FORTALECIMIENTO DE LA GESTIÓN Y DIRECCIÓN DEL SEC-
TOR COMUNICACIONES 16.882.817.479 16.882.817.479

0400 INTERSUBSECTORIAL COMUNICACIONES 16.882.817.479 16.882.817.479
TOTAL REDUCCIONES SECCIÓN 313.237.223.316 313.237.223.316



Página 42	 Martes, 27 de junio de 2023	 Gaceta del Congreso  794

REDUCCIONES AL PRESUPUESTO GENERAL DE LA NACIÓN 2023

CTA PROG SUBC SUBP  CONCEPTO  APORTE 
NACIONAL 

 RECURSOS 
PROPIOS TOTAL

SECCIÓN:  2502

DEFENSORÍA DEL PUEBLO
REDUCCIONES DE INVERSIÓN 8.000.000.000 8.000.000.000

2599 FORTALECIMIENTO DE LA GESTIÓN Y DIRECCIÓN DEL SEC-
TOR ORGANISMOS DE CONTROL 8.000.000.000 8.000.000.000

1000 INTERSUBSECTORIAL GOBIERNO 8.000.000.000 8.000.000.000
TOTAL REDUCCIONES SECCIÓN 8.000.000.000 8.000.000.000

TOTAL REDUCCIONES 669.165.592.934 319.313.223.316 988.478.816.250

Artículo 4°. Modifíquese el artículo 99 de la 
Ley 2276 de 2022, el cual quedará así:

Artículo 99. Apoyo a los Sistemas de 
Transporte Público Masivo. La Nación 
destinará recursos del presupuesto nacional 
para la financiación de los déficits operacionales 
en un monto no inferior a un billón de pesos 
($1.000.000.000.000), destinado a cubrir el 
déficit de los sistemas integrados de transporte 
masivo (SITM) y los Sistemas Estratégicos de 
Transporte Público (SETP) del país el cuál será 
distribuido en partes proporcionales dependiendo 
del número de primeras validaciones realizadas 
en 2019, que serán certificadas por los entes 
gestores y verificado por el Ministerio de 
Transporte. 

Parágrafo 1°. Los recursos serán girados 
por el Ministerio de Hacienda y Crédito Público 
al ente gestor de cada sistema de transporte 
masivo con cargo al Presupuesto General de la 
Nación. En el entendido que el déficit de los 
SITM está afectando a la operación de estos, la 
Nación realizará las gestiones correspondientes 
para incorporar en el PAC de esta, el giro de los 
recursos en un plazo de 2 meses posterior a la 
sanción de la presente ley.

Parágrafo 2°. Las autoridades territoriales 
que cuenten con SITM y SETP determinarán 
los efectos económicos adversos derivados de 
costos actuales, número de usuarios, riesgos 
operacionales y los que se generaron por la 
pandemia por Covid-19, entre otros, que hayan 
afectado de manera grave el equilibrio económico 
de los contratos de concesión y operación en 
perjuicio de las entidades territoriales y los 
usuarios. 

Lo anterior, con el fin de adelantar, hasta el 
31 de diciembre de 2023, las renegociaciones 
de las condiciones económicas y de distribución 
de riesgos de esos contratos con los operadores 
y concesionarios privados y de esa manera 
garantizar la reducción de los costos, y la continua 
y eficiente prestación del servicio público de 
transporte.

Las mesas de renegociación con los 
operadores y concesionarios privados se darán 
con el Ministerio de Transporte y las autoridades 
territoriales que cuenten con SITM y SETP, se 
llevarán a cabo de manera previa al ejercicio de la 
facultad prevista en el artículo 17 de la Ley 80 de 
1993, y a ellas podrá asistir la Contraloría General 
de la República.

Artículo 5°. La Financiera de Desarrollo 
Territorial S.A. (FINDETER) estructurará previa 
verificación de la Superintendencia Financiera 
de Colombia el cumplimiento de los requisitos 
para la administración y gestión de los sistemas 
integrales de riesgos, otorgar crédito directo, 
con o sin tasa compensada, a las empresas de 
distribución y comercialización de energía 
eléctrica de naturaleza oficial, mixta y/o privada, 
que hayan aplicado a la opción tarifaria regulatoria 
establecida por la Comisión de Regulación de 
Energía y Gas (CREG). 

FINDETER establecerá las condiciones a 
través de las cuales otorgará los créditos hasta 
por un monto equivalente al saldo acumulado 
pendiente de cobro de la opción tarifaria de cada 
empresa de distribución y comercialización a la 
fecha de expedición de la presente ley; sujeto a la 
disponibilidad de recursos. 

Parágrafo. FINDETER podrá evaluar 
y aceptar como garantía de las empresas 
de distribución y comercialización para el 
otorgamiento de los créditos a los que se refiere 
el presente artículo, las siguientes: (i) la cesión 
de los derechos económicos del saldo acumulado 
pendiente de cobro de la opción tarifaria 
debidamente certificado por la Superintendencia 
de Servicios Públicos Domiciliarios; (ii) la 
cesión de los derechos económicos asociados al 
pago de hasta el noventa por ciento (90%) de los 
subsidios futuros que razonablemente se vayan a 
causar por la prestación del servicio calculados 
con base en la facturación mensual promedio de 
los últimos dos (2) años debidamente certificado 
por la Superintendencia de Servicios Públicos 
Domiciliarios; (iii) la cesión de la porción no 
subsidiada de las cuentas por cobrar o facturas 
debidas por los usuarios de cualquier estrato, 
certificada por representante legal y contador 
y/o revisor fiscal o quien haga sus veces; (iv) 
los subsidios causados pendientes de giro 
certificados por la entidad competente; (v) 
cualquier otro tipo de garantía suficiente para 
la entidad financiera de conformidad con la 
normatividad vigente.

Artículo 6°. Los excedentes y saldos 
no comprometidos del Sistema General de 
Participaciones al componente de salud pública, 
que se hayan generado con corte a 31 de 
diciembre de 2022, podrán ser destinados por 
los departamentos, distritos y municipios a 
concurrir, subsidiar y complementar el desarrollo 
de intervenciones colectivas en el marco de la 
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Bogotá, D.C., junio 23 de 2023
En sesión plenaria extraordinaria (Decreto 

número 0999 de junio 20 de 2023) del 22 de junio 
de 2023, fue aprobado en segundo debate, sin 
modificaciones, el Texto Definitivo del Proyecto 
de ley número 342 de 2023 Cámara y 278 de 
2023 Senado, por la cual se adiciona y efectúan 
unas modificaciones al presupuesto general de la 
nación de la vigencia fiscal de 2023. Esto con el 
fin, que el citado proyecto siga su curso legal y 
reglamentario, de conformidad con lo establecido 
en el artículo 182 de la Ley 5ª de 1992.

Lo anterior, según consta en acta de sesión 
plenaria extraordinaria número 072 de junio 
23 de 2023, previo su anuncio en sesión 
plenaria extraordinaria del 22 de junio de 2023, 
correspondiente al acta número 071.

Atención Primaria en Salud mediante estructuras 
funcionales y organizativas de los Equipos 
Básicos en Salud. 

Artículo 7°. La presente ley rige a partir de la 
fecha de su publicación.
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